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RESUMEN 

El presente informe analiza la controversia arbitral entre un consorcio y una entidad, que 
culmina con la emisión de un primer laudo que fue anulado por la Primera Sala Civil con 
Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima, resolviéndose por 
segunda vez con un laudo, dictado por mayoría, el 8 de julio de 2013. La relevancia de 
estudio de este expediente radica en que con su análisis se logran consolidar 
conocimientos respecto de dos grandes ramas del derecho, el arbitraje y las 
contrataciones públicas. Ello, debido a que el expediente es sobre un caso emblemático 
que surge cuando el arbitraje en contratación pública se encontraba en sus inicios en 
nuestro país. En ese sentido, se plantean como objetivos la revisión de los siguientes 
puntos: 1) La debida notificación a las partes del nombramiento de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales, 2) El impedimento a las partes de hacer valer sus derechos 
dentro del arbitraje, 3) El cumplimiento del requisito previo para acudir al proceso de 
anulación de laudo, 4) Aplicabilidad de las normas de contrataciones que sustentan la 
nulidad de oficio y el control difuso realizado por el Tribunal Arbitral, y, 5) La nulidad de 
oficio del contrato y el derecho al debido procedimiento. Las hipótesis planteadas 
radican en que la anulación de laudo por parte del Poder Judicial no fue debidamente 
realizada, ya que no existía una causal aplicable, y que el contrato anulado de oficio por 
la Entidad no fue realizado acorde a ley. Finalmente, la metodología empleada para 
realizar dicho análisis es la dogmática, ya que todo surge por la revisión de diversas 
normas, así como la jurisprudencia y doctrina relevante. Todo ello, relacionado a las 
ramas del derecho de arbitraje, sobre las causales de anulación de laudo, y contratación 
pública, en lo pertinente a la anulación de oficio de un contrato público. 

Palabras clave: arbitraje, anulación de laudo, notificación, jerarquía normativa, nulidad 
de oficio, debido procedimiento, contratación pública. 
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I. INTRODUCCIÓN

El Expediente seleccionado es el E-2561 (en adelante, el “expediente”) y se refiere al 
caso arbitral seguido por el Consorcio Automotores Gildemeister Perú S.A. – 
Maquinarias Nacional S.A. contra el Ministerio del Interior, el cual, debido a una 
anulación de laudo, tuvo que volver a ser analizado, emitiéndose un nuevo laudo de 
derecho el 8 de julio de 2013. 

● Identificación del área o las áreas del Derecho sobre la que verse el expediente
elegido.

El expediente está referido a las siguientes áreas del derecho: i) Arbitraje y ii) 
Contratación Pública. 

Respecto al arbitraje, se analiza específicamente la causal de anulación de laudo 
señalada en el literal b) del inciso 1 del artículo 63 del Decreto Legislativo N°1071, 
Decreto Legislativo que norma el arbitraje, invocado por la Procuraduría del Ministerio 
del Interior ante la Primera Sala Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte 
Superior de Justicia de Lima para solicitar la anulación de laudo, obteniendo como 
respuesta una sentencia favorable aseverando que dicha causal sí se había 
configurado. Siendo en dicha causal se establecen dos supuestos de hecho, resulta 
relevante analizarlos de forma independiente, así como su aplicación al caso concreto. 
Finalmente, para un análisis más completo, también se analiza el requisito de manifestar 
el pedido ante el Tribunal Arbitral, previamente a recurrir al Poder Judicial, con la 
finalidad de conocer si en los hechos, se ha cumplido con dicho requisito. 

Respecto a Contratación Pública, el expediente resulta relevante ya que permite analizar 
la regulación de la nulidad de oficio del contrato público, desde sus inicios, y conocer 
como la norma ha ido evolucionando. Es interesante notar que tras la gran cantidad de 
modificaciones que han tenido tanto el Reglamento como la Ley de Contrataciones con 
el Estado, pueden surgir controversias por no encontrarse ambos cuerpos normativos 
en armonía. Asimismo, el análisis del caso nos permitirá notar cómo a pesar de que 
estamos ante un hecho al que le aplica la normativa de contrataciones, por supuestos 
no regulados en esta, pueden ser aplicables cuerpos normativos diferentes a dicha 
rama. 

● Justificación de la elección del expediente

Se ha seleccionado el expediente por la relevancia del caso en su momento y las 
distintas figuras jurídicas que involucra. Lo relevante de las fechas en que este proceso 
se desarrolla, es que coincide con la época en la que el arbitraje en contrataciones con 
el estado aún se encontraba en sus inicios en nuestro país, asimismo, resulta 
interesante el hecho de estar ante una anulación de laudo que conlleva a reiniciar todo 
el proceso arbitral que había comenzado en el año 2007 y ver como las normas van 
evolucionando en el transcurso del tiempo, hasta la emisión del segundo laudo. 

Finalmente, resulta de gran ayuda para alguien que comienza en el desempeño de la 
profesión, conocer y analizar las diversas normas aplicables en el tiempo al presente 
caso, ya que posibilita expandir los conocimientos sobre la evolución histórica de las 
normas en materia de arbitraje y contrataciones con el estado, siendo necesario 
vincularlo con disposiciones constitucionales y otras ramas del derecho, lo cual hace 
más fructífero el aprendizaje. 
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II. HECHOS SOBRE LOS QUE VERSA LA CONTROVERSIA

Antecedentes: 

1. El 16 de agosto de 2006, mediante Oficio N°161-2006-IN-0101, el Ministerio del
Interior (en adelante, el “Ministerio” o “Demandado”) comunica al Ministerio de
Economía y Finanzas la urgencia del sector de contar con patrulleros a favor de los
Órganos Policiales y no Policiales del Ministerio.

2. El 21 de octubre de 2006, mediante Resolución Ministerial N°2057-2006, se incluyó
la compra de patrulleros para la Dirección de Logística de la Policía Nacional del
Perú (en adelante, la “Dirección de Logística”) dentro del Plan Anual de
Adquisiciones y Contrataciones del Ministerio, aprobándose dicha solicitud mediante
Resolución Ministerial N°2079-2006-IN-0501. Dicha compra, debía realizarse por
bajo la modalidad de un Proceso de Selección Abreviado (en adelante, “PSA”).

3. El 12 de diciembre de 2006, se aprueban las Bases para la Licitación Pública por
PSA N°002-2006-IN-OGA, mediante la Resolución Directoral N°679-2006-IN/CE.
Posteriormente, a través del Sistema Electrónico de Contrataciones y Adquisiciones
con el Estado (en adelante, “SEACE”), el Ministerio convoca a Licitación Pública
para la adquisición por reposición de patrulleros para la Dirección de Logística, con
un valor referencial de S/ 44’550,310.00.

4. Conforme a ello, el 22 de diciembre de 2006, se otorga la buena pro al Consorcio
Automotores Gildemeister Perú S.A. – Maquinarias Nacional S.A. Perú (en
adelante, el “Consorcio” o “Demandante”); y, el  28 de diciembre de 2006, mediante
Oficio N°6096-2006-IN-0506, el Ministerio requiere al Consorcio para que, dentro
del plazo de tres días, suscriba el contrato respectivo, presentando la respectiva
Declaración Jurada donde conste tener las condiciones y estar habilitado para
contratar con el Estado, copia de las partidas registrales que acrediten sus
facultades y representación, copia del Contrato de Consorcio con firmas
legalizadas, entre otros documentos.

5. Conforme a ello, el día 29 de diciembre de 2006, el Consorcio y el Ministerio
suscriben el “Contrato para la adquisición por reposición de 469 vehículos categoría
M1 con carrocería, SUV, para uso de patrulleros para la Dirección de Logística de
la Policía Nacional del Perú” (en adelante, el “Contrato). Para ello, el Consorcio hizo
entrega de todo lo requerido por el Ministerio, incluyendo las garantías, y este
realizó el pago adelantado señalado en las bases de la convocatoria.

6. Cabe precisar que la fecha de suscripción del Contrato fue modificada mediante
adenda del 9 de febrero de 2007, ya que inicialmente se señalaba como fecha de
suscripción el día 28 de diciembre de 2006

7. En febrero de 2007, la Presidencia del Consejo de Ministros (en adelante, la “PCM”)
conjuntamente con el Ministerio, tras una discusión en los medios periodísticos y
políticos respecto a la licitación para la adquisición de patrulleros, convocaron al
Consorcio en aras de negociar mejores condiciones económicas del Contrato que
ya se había suscrito.

8. El 21 de febrero de 2007, se constituyó una Comisión adscrita a la PCM, con la
finalidad de que se encargue de revisar los términos y condiciones del Contrato, y
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de obtener un escenario más favorable para el Gobierno, logrando que el Consorcio 
acepte una propuesta de la Comisión de reducirle la contraprestación. 

9. Luego, tras llegar a un consenso para resolver el Contrato por mutuo disenso, el
Consorcio aceptó devolver el monto que el Estado Peruano le había otorgado como
pagó a cuenta por 469 vehículos.

10. Sin embargo, el 1 de abril de 2007, el Ministerio publica en el diario oficial “El
Peruano” la Resolución Ministerial N°0244-2007-IN/0101 declarando la nulidad de
oficio del Contrato. Al día siguiente, mediante Carta Notarial N°008-2007-IN-0509,
la nulidad de oficio fue notificada al Consorcio.

11. El mismo 2 de abril de 2007, el Consorcio dirige una comunicación al Ministerio
confirmando la devolución del dinero, conforme a lo acordado. Asimismo, como
consecuencia de la nulidad de Contrato notificada por el Ministerio, mediante Carta
del 24 de abril de 2007, el Consorcio presentó al Ministerio una solicitud de arbitraje
Ad-Hoc debido, contemplado como mecanismo de solución de controversias en la
Cláusula Décimo Octava del Contrato.

Sobre el proceso arbitral: 

12. El 16 de julio de 2007, se lleva a cabo la Audiencia de Instalación y se declara
abierto el proceso arbitral, estableciéndose las reglas arbitrales aplicables para el
mismo. Posteriormente, las partes presentaron sus escritos de demanda,
contestación y reconvención.

13. Este primer proceso arbitral, culmina el 23 de enero de enero de 2009, con la
emisión del Laudo mediante Resolución N° 35, el mismo que, por mayoría,
declara:

• FUNDADA la Primera Pretensión Principal de la Demanda presentada por el
Consorcio señalando que no existían facultades por parte del Ministerio para
anular de oficio el Contrato.

• FUNDADA la Primera Pretensión Accesoria, declarando que la nulidad de
oficio efectuada por el Ministerio no había generado ningún efecto
contractual.

• FUNDADA la Segunda Pretensión Principal, ya que el Consorcio no había
cometido ningún vicio que conllevara a la declaración de nulidad del Contrato
por parte del Ministerio.

• FUNDADA la Tercera Pretensión Principal, en el entendido que el Contrato
se extinguió debido a que no pudo ejecutarse, lo cual no es imputable al
Consorcio.

• Sobre la Cuarta Pretensión Principal, relativa a las costas y costos, el
Tribunal señaló que estos deben ser asumidos por cada parte.

14. Respecto a cuestiones previas y la reconvención formulada por el Ministerio, el
Tribunal Arbitral las declaró INFUNDADAS.

15. Asimismo, el Árbitro Sergio Salinas, emitiendo un voto en discordia, consideró
FUNDADA la Primera Pretensión Reconvencional formulada por el Ministerio,
pronunciándose a favor de la Nulidad del Contrato.

16. Con fecha 24 de marzo de 2009, se notificó el Laudo Arbitral a las partes.
Posteriormente a ello,  la Procuraduría Publica a cargo de los asuntos judiciales
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del Ministerio del Interior (en adelante, la “Procuraduría”) recurrió a la Primera Sala 
Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (en 
adelante, la “Sala” o “Primera Sala”) solicitando la anulación de Laudo Arbitral, 
conforme a la causal contenida en el literal b) del inciso 1 del artículo 63 del 
Decreto Legislativo N°1071, Decreto Legislativo que norma el arbitraje ( en 
adelante, la “ causal b) de anulación de laudo”). 

17. La Procuraduría sostuvo que a pesar de que a lo largo del proceso el Ministerio
actuó como demandado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22.2 del
Decreto Legislativo del Sistema de Defensa Jurídica del Estado, su defensa debió
haber sido ejercida por la Procuraduría respectiva. Por lo que, al no habérsele
notificado, no había podido participar dentro del proceso arbitral.

18. El 10 de noviembre de 2009, la Primera Sala emitió su fallo mediante Resolución
N° 7, sosteniendo que al no haberse citado a la Procuraduría se habían vulnerado
los derechos del Estado recogidos en la Constitución Política del Perú (en
adelante, la “Constitución”) y una serie de normas legales, ya que constituye una
norma imperativa que dentro de un proceso la defensa del Estado deba ser
obligatoriamente asumidos por los procuradores públicos, no siendo posible que
el Estado renuncie a ello. En consecuencia, conforme a la causal de anulación
alegada por la Procuraduría, declaró FUNDADO el recurso de anulación y, por
tanto, nulo el laudo arbitral.

19. Como consecuencia de ello, el 13 de diciembre de 2009, el Consorcio interpuso
recurso de Casación requiriendo que se revoque la Resolución N° 7 de la Sala y
se declare improcedente la demanda de anulación de laudo arbitral.

20. La Corte Suprema considero que los argumentos no lograban satisfacer los
requisitos de procedencia del recurso de casación, al no quedar demostrada la
incidencia directa de las alegadas infracciones sobre la decisión impugnada, por
lo tanto, en consecuencia, declaró IMPROCEDENTE el recurso y ordenó el
archivo definitivo del expediente judicial.

21. Con fecha 13 de enero de 2011, el Tribunal Arbitral comunicó al Organismo
Supervisor de Contrataciones del Estado (en adelante, “OSCE”) que había
recibido los actuados correspondientes al proceso de recurso de anulación del
Laudo interpuesto por la Procuraduría del Ministerio ante la Primera Sala.

22. Así, tras haber puesto en conocimiento de las partes todos los actuados, las partes
solicitaron nuevamente la Instalación del Tribunal Arbitral, llevándose está a cabo
el día 24 de octubre de 2011, con los mismos integrantes del Tribunal Arbitral que
emitieron el laudo anulado.

23. El 16 de noviembre de 2011, el Consorcio presentó su demanda, formulando las
siguientes pretensiones:
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Figura 1 
Pretensiones de la demanda arbitral 

Nota. Tomado del Laudo emitido el 23 de enero de 2009 en el proceso arbitral entre el 
Consorcio Automotores Gildemeister Perú S.A. – Maquinarias Nacional S.A. Perú y el 
Ministerio del Interior. pp. 15-17. 

24. Tras admitirse la demanda, el 2 de enero de 2012, el Ministerio contestándola y
reformulando reconvención, planteó las siguientes pretensiones:

Figura 2 
Pretensiones de la Reconvención 

Nota. Tomado del Laudo emitido el 23 de enero de 2009 en el proceso arbitral entre el 
Consorcio Automotores Gildemeister Perú S.A. – Maquinarias Nacional S.A. Perú y el 
Ministerio del Interior. pp.18-19. 
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25. Tras admitirse la contestación de demanda y reconvención, así como por tenerse
ofrecidos los medios probatorios, el día 27 de febrero de 2012 se realizó la
Audiencia de Saneamiento, Conciliación, Fijación de Puntos Controvertidos y
Admisión de Medios Probatorios.

26. Finalmente, el 8 de julio de 2013, el Tribunal Arbitral emite un segundo laudo, el
cual por mayoría declara:

- FUNDADA la Primera Pretensión Principal señalando que el Ministerio no
tenía facultades legales para unilateralmente anular de oficio el Contrato.

- FUNDADA la Pretensión Accesoria y, por tanto, que la declaración de nulidad,
decretada por la Resolución Ministerial N°0244-2007-IN/0101 no surtió ningún
efecto contractual.

- FUNDADA la Segunda Pretensión Principal, declarando que el Consorcio no
cometió ningún vicio que justificara la nulidad de oficio del Contrato, de
acuerdo con las normas aplicables al mismo.

- FUNDADA la Tercera Pretensión Principal, quedando el Contrato sin efecto al
no poderse ejecutar por causa no imputable al Consorcio, conforme al artículo
1316 del Código Civil.

- INFUNDADA la Reconvención, por lo que no es posible declarar la nulidad del
Contrato por las causales invocadas por el Ministerio.
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III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS.

1. Problema Jurídico 1: Sobre el recurso de anulación del laudo

a. Subproblema jurídico 1: La debida notificación al Ministerio del
nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales.

Debido a que el expediente se origina en la emisión de un laudo como
consecuencia de la anulación de laudo efectuada por la Primera Sala,
resulta relevante analizar la causal de anulación invocada por el
Ministerio, de manera que se pueda determinar si lo resuelto por los
jueces coinciden con las disposiciones normativas en la materia.

Para ello, se partirá analizando la primera parte del literal b) del inciso 1
del artículo 63 del Decreto Legislativo N°1071, Decreto Legislativo que
norma el arbitraje, alegada por el Ministerio como causal de anulación,
enfocándonos en si existió o no una indebida notificación del
nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales al Ministerio.

b. Subproblema jurídico 2: El impedimento al Ministerio de hacer valer
sus derechos dentro del arbitraje.

En concordancia con el primer subproblema jurídico, para realizar un
análisis integro de la causal invocada por el Ministerio en el recurso de
anulación ante la Primera Sala, también corresponde revisar lo regulado
en la segunda parte de la causal b) de anulación, referido a un presunto
impedimento al Ministerio de hacer valer sus derechos dentro del
Arbitraje.

El resultado de dicho análisis permitirá determinar si existió alguna
vulneración que conlleve a la configuración de esta causal dentro del
proceso arbitral y si, efectivamente, correspondía la anulación de laudo.

c. Subproblema jurídico 3: El cumplimiento del requisito previo para
acudir al proceso de anulación de laudo
Como complemento de los dos anteriores subproblemas, y sin perjuicio
de lo que en ellos se concluya, es importante también analizar si, en
concordancia con el numeral 2 del artículo 63 del Decreto Legislativo
1071, el Ministerio cumplió con el requisito de reclamar al Tribunal
Arbitral, previamente a la interposición del recurso de anulación, la
presunta vulneración de sus derechos.

Ello resulta relevante si consideramos que este es un requisito previo
antes de acudir al Poder Judicial, el mismo que debió ser tomado en
cuenta por la Primera Sala para la emisión de su sentencia anulando el
laudo.
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2. Problema Jurídico 2: Sobre la nulidad de oficio del Contrato

a. Subproblema Jurídico 1: Aplicabilidad de las normas de
contrataciones que sustentan la nulidad de oficio y el control difuso
realizado por el Tribunal Arbitral

Tras verificar que los argumentos de las partes y la posición del Tribunal 
Arbitral se dan en torno a si el supuesto de transgresión del principio de 
presunción de veracidad como fundamento de la nulidad de oficio era o 
no aplicable al Contrato, teniendo también en consideración una presunta 
ilegalidad de la norma reglamentaria que contiene dicho supuesto, 
resulta relevante determinar si la norma en cuestión era o no aplicable al 
caso concreto para concluir si la declaración de nulidad de oficio 
realizada por el Ministerio fue realizada conforme al ordenamiento 
jurídico. 

Como consecuencia de ello, también será importante analizar si el 
Tribunal Arbitral se encontraba facultado, en el marco de sus 
competencias, para realizar un control difuso de la norma e inaplicarla al 
caso materia de análisis. 

b. Subproblema Jurídico 2: La nulidad de oficio del contrato y el
derecho al debido procedimiento

Sin perjuicio de saber si el ordenamiento jurídico amparaba o no la 
declaración de nulidad de oficio realizada por el Ministerio por una 
presunta transgresión del principio de veracidad, resulta también 
relevante saber si esta declaración fue realizada en respeto de los 
derechos y garantías que amparaban al Consorcio y a cualquier otro 
contratista con el Estado. Asimismo, corresponde determinar la 
naturaleza de la declaración de nulidad de oficio, a fin de determinar la 
normativa aplicable a la misma, sea esta directa o supletoria. 



12 

IV. ANÁLISIS Y TOMA DE POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE CADA UNO DE
LOS PROBLEMAS DEL EXPEDIENTE

1. Problema Jurídico 1: Sobre el recurso de anulación del laudo

1.1. Al no estar de acuerdo con los argumentos esgrimidos por el Tribunal Arbitral, 
la Procuraduría del Ministerio solicitó ante la Primera Sala que se declare la 
nulidad del laudo arbitral, invocando como causal, el literal b) del inciso 1 del 
artículo 63 del Decreto Legislativo N°1071, Decreto Legislativo que norma el 
arbitraje, el mismo que señala lo siguiente: 

Artículo 63.- Causales de anulación. 
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la
anulación alegue y pruebe:
(…)
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del
nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no ha
podido por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos.

1.2. Al respecto, la Procuraduría sostuvo que a pesar de que a lo largo del proceso 
el Ministerio actuó como demandado, debió ejercer su defensa a través de la 
procuraduría correspondiente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22.2 
del Decreto Legislativo N°10681, Decreto Legislativo del Sistema de Defensa 
Jurídica del Estado, entre otras normas. Así, la Procuraduría sustentó su 
petitorio en base al argumento de que no había participado dentro del proceso 
arbitral, al no haber sido notificada de los actuados. 

1.3. El Consorcio señaló que el Ministerio sí participo en el arbitraje, conforme a la 
autorización efectuada mediante Resolución Ministerial N°0618-2007-IN, como 
se muestra a continuación: 

Figura 3 
Extracto tomado de la parte introductoria de la Resolución Ministerial N°0618-2007-IN 

Nota. Tomado de la Resolución Ministerial N°0618-2007-IN del 27 de agosto de 2007 

1 Artículo 22.- De las funciones de los Procuradores Públicos 
(…) 
22.2. La defensa jurídica del Estado comprende todas las actuaciones que la Ley en materia procesal, arbitral y las de 
carácter sustantivo permiten, quedando autorizados a demandar, denunciar y a participar de cualquier diligencia por el 
sólo hecho de su designación, informando al titular de la entidad sobre su actuación. 
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Figura 4 
Artículo 1 de la Resolución Ministerial N°0618-2007-IN 

Nota. Tomado de la Resolución Ministerial N°0618-2007-IN del 27 de agosto de 2007 

1.4. Asimismo, alegó que ninguna de las normas vigentes durante el proceso 
arbitral, entiéndase por estas a las normas constitucionales y legales, prohibían 
que una persona diferente al Procurador realice la defensa del Ministerio. En 
esa línea, la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado no hacía 
ninguna referencia sobre la obligatoriedad de que la defensa de las entidades 
se realice por los procuradores.  

1.5. En ese sentido, el Consorcio consideró que el Ministerio actuó de forma 
contraria a los principios de lealtad y buena fe, ya que tras haber decidido por 
voluntad propia que su representación en el proceso arbitral sea realizada por 
una oficina distinta a su Procuraduría Pública, actuando de esa forma a lo largo 
de los 21 meses que duró el arbitraje, buscó anular el laudo con el argumento 
de que no ejerció su defensa por intermedio de su Procurador. 

1.6. Finalmente, alegó que lo señalado por la Procuraduría para solicitar la nulidad 
del laudo, no fue expuesto al Tribunal Arbitral en su debido momento, dentro 
del arbitraje. 

1.7. Tras analizar los argumentos de ambas partes, mediante Resolución N° 7, 
del10 de noviembre de 2009, La Primera Sala declaró FUNDADO el recurso de 
anulación de laudo arbitral, con argumentos que serán analizados en los 
acápites correspondientes. 

1.8. Además, es importante señalar que, en el considerando Duodécimo, tras citar 
el artículo 47 de la Constitución, los artículos 22.1. y 22.2 del Decreto 
Legislativo N°1068, Decreto Legislativo del Sistema de Defensa Jurídica del 
Estado, el artículo 12 del Texto único Ordenado del Decreto Legislativo N°370, 
Ley del Ministerio del interior, así como los artículos 29 y 30 del Decreto 
Supremo N°004-2005.IN, Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio del Interior; la Sala señaló que, conforme a dichas normas 
constitucionales, legales y reglamentarias, la defensa y representación 
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del Ministerio, durante el proceso arbitral, le fue atribuida a la 
Procuraduría del Ministerio, por lo que un órgano distinto a esta no podría 
ejercer adecuadamente su defensa. Siendo imperativo que los intereses del 
Estado dentro de un proceso sean defendidos por los procuradores públicos. 

1.9. Adicionalmente, en el considerando Décimo Cuarto, la Sala señala que: 

Figura 5 
Considerando Décimo Sexto de la Sentencia emitida por la Primera Sala en el caso 
de Autos 

 
Nota. Tomado de: Primera Sala Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte 
Superior de Justicia de Lima (2009). Sentencia del 18 de junio de 2009. Expediente 
00409-2009. 

 
1.10. Finalmente, en el considerando Décimo Sexto, la Sala señala que 

Figura 6 
Considerando Décimo Sexto de la Sentencia emitida por la Primera Sala en el caso 
de Autos 

 
Nota. Tomado de Primera Sala Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte 
Superior de Justicia de Lima (2009). Sentencia del 18 de junio de 2009. Expediente 
00409-2009. 

 
1.11. Como puede apreciarse, la Sala termina respaldando los argumentos de la 

demanda y decide anular el laudo arbitral, esencialmente, debido a que la 
defensa del Ministerio dentro del arbitraje, al no haber sido ejercida por su 
Procuraduría, fue defectuosa. 
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1.12. En ese sentido, con la finalidad de determinar si lo resuelto por la Primera Sala 
se efectuó adecuadamente, a continuación, se procederá con el análisis 
jurídico de la causal b) de anulación de laudo, el mismo que contempla en su 
regulación los siguientes supuestos de hecho: i) que una de las partes no ha 
sido debidamente notificada del nombramiento de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales; y, ii) que una de las partes no ha podido por cualquier 
otra razón, hacer valer sus derechos. Adicionalmente, resulta pertinente 
pronunciarnos sobre el requisito previo de acudir al Tribunal Arbitral para 
manifestar la presunta afectación antes de recurrir al Poder Judicial, ya que ello 
se encuentra regulado en el numeral 2 del mismo artículo 63 del referido 
Decreto Legislativo y es aplicable a la causal de anulación materia de análisis.  

a. Subproblema jurídico 1: La debida notificación a las partes del 
nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales 

1.13. Conforme señala la Procuraduría, se habría configurado la causal b) de 
anulación de laudo, debido a que esta no participó dentro del proceso arbitral 
al no haber sido notificada con los actuados del arbitraje, generando la 
indefensión del Ministerio y el incumplimiento del artículo 22.2. del D.L. 1068, 
Decreto Legislativo del Sistema de Defensa Jurídica del Estado.  

1.14. Para realizar un análisis jurídico de dicha alegación, partiremos revisando el 
supuesto de hecho contemplado en la primera parte de la causal b) de 
anulación de laudo, el cual señala que el laudo sólo podrá ser anulado cuando 
la parte que solicita la anulación alegue y pruebe “que una de las partes no ha 
sido debidamente notificada del nombramiento de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales. Para ello, se realizará un primer análisis refiriéndonos 
estrictamente a lo señalado por la norma y los hechos generales del caso, y 
posteriormente, se realizará un análisis más detallado en lo que respecta a los 
argumentos de la Procuraduría y la Primera Sala Civil.  
 

i) Las partes  
 
1.15. Partimos de una visión general del contrato, y nos remitimos al artículo 1351 

de la Sección de Contratos Generales del Código Civil, en el cual se establece 
que “el contrato es el acuerdo de dos o más partes para crear, regular, 
modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial.”  

1.16. Asimismo, sobre las partes, Puente y Lavalle (2017) señala que el acto jurídico 
bilateral se entiende como aquel en que confluyen la declaración de voluntad 
de dos partes, asignando al concepto “parte”, considerado en el artículo 1351 
del Código Civil, como aquel centro de interés que puede estar compuesto 
por una o más personas2.  

1.17. Teniendo en consideración que los hechos del caso se suscita en el marco de 
la suscripción de un contrato entre una Entidad y un consorcio, es decir un 
contrato público, Morón (2017) señala que las partes en el contrato estatal son 
una diversidad de sujetos con interés particulares que convergen entre sí, 
teniendo entre estos, a las entidades públicas y contratistas privados, los 
mismos que durante todo el proceso de contratación adquieren diversas 

 
2  Puente y Lavalle, M. (2017). El Contrato en general. Comentarios a la Sección Primera del Libro VII del Código Civil, 

Tomo II. Editorial Palestra. p.9. 
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calificaciones en su personería y que además, se encuentran relacionados a 
una variedad de sujetos como sus proveedores, trabajadora, financistas, entre 
otros (p.91)3. 

1.18. Entonces, teniendo en cuenta que las partes del contrato público vienen a ser 
la entidad pública y el contratista, respecto de la primera, Morón (2017) señala 
que esta dentro del contrato, actúa por intermedio de sus funcionarios los 
mismo que pueden tener asignadas diversas competencias, lo cual conlleva a 
que cualquier acto contractual puede ser susceptible de un control interno por 
parte de las instancias correspondientes, de ahí que en cada entidad existan 
áreas diversas, comités, autoridades administrativas y titulares de la entidad, 
que poseen distintas competencias en el transcurso del ciclo de contratación 
(p.92)4.  

1.19. Por otro lado, el Contratista viene a ser aquél que mediante el contrato asume 
la función de prestar un servicio, entre otras actividades, que sea de interés 
para la Entidad debido a su utilidad pública y que, además, actúa con 
autonomía y libertad para conseguir materialmente los fines de la entidad 
(Morón, 2017, p.93). 

1.20. En nuestro caso, conforme a la Proforma del Contrato, contemplada en el 
Anexo 17 de la Licitación Pública por PSA N°002-2006-IN-OGA (en adelante, 
la “Licitación”), puede apreciarse, claramente, que las partes del Contrato lo 
conforman el Ministerio y el Consorcio. 

Figura 7 
Parte Introductoria de la Proforma del Contrato 

 
Nota. Tomado del Anexo 17 de las Bases de la Licitación Pública por PSA N° 002-2006-IN-OGA. 
 

1.21. ¿Y cuál es el rol de los Procuradores? Al respecto, la Constitución señala: 
 

Figura 8 
Artículo 47 de la Constitución 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H682678 

 

 
3  Morón J. y Aguilera Z. (2017). Aspectos jurídicos de la contratación estatal. Colección lo Esencial del Derecho 9. p.91 
4  Morón J. y Aguilera Z. (2017). Aspectos jurídicos de la contratación estatal. Colección lo Esencial del Derecho 9. p.92 
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1.22. Asimismo, el artículo 12 del Decreto Legislativo N°1068, Decreto Legislativo del 

Sistema de Defensa Jurídica del Estado (norma alegada por el Ministerio ante 
la Primera Sala, como parte de sus argumentos), señala que los Procuradores 
Públicos del Poder Ejecutivo ejercen la defensa jurídica del Estado de 
acuerdo con la Constitución, el referido Decreto Legislativo y sus reglamentos. 

 
1.23. El artículo 22.2. del D.L. N° 1068, de manera más precisa, señala que la 

defensa jurídica del Estado comprende todas las actuaciones que la Ley en 
materia arbitral, entre otras, lo permita, quedando los Procuradores Públicos 
autorizados a demandar, denunciar y a participar de cualquier diligencia por el 
sólo hecho de su designación. 

  
1.24. En ese sentido, se puede apreciar que la existencia de los Procuradores 

Públicos se sustenta en la necesidad de las Entidades públicas de ser 
defendidas. Es decir, para que estos puedan ejercer sus funciones, se necesita 
que previamente exista una Entidad que requiera ser representada.  

1.25. En el presente caso, como se señaló previamente, el Ministerio y el Consorcio 
son quienes suscriben el documento, ergo, son ellos quienes vienen a ser las 
partes contratantes. La Procuraduría, por su lado, es quien ejerce la defensa 
del Ministerio, de la misma forma en que el Consorcio se defiende a través de 
sus abogados.  

1.26. Es decir, no es la Procuraduría quien contractualmente asume obligaciones y 
derechos con el Consorcio, ni se encuentra obligada a cumplir con los términos 
del Contrato. Su participación se circunscribe a defender jurídicamente al 
Estado ante posibles afectaciones, por lo que sería un error considerarla como 
si fuera una parte más del Contrato, independiente del Ministerio. 

1.27. Por lo tanto, solo con este primer análisis, se puede concluir que no se configura 
la primera parte de la causal b) de anulación de laudo, ya que para que el 
supuesto de hecho de la norma se configure es necesario que las partes no 
hayan sido notificadas; y, en el caso materia de análisis, las partes sí fueron 
notificadas. Así lo demuestra la participación del Ministerio y el Consorcio, 
durante todo el primer proceso arbitral, y cuando el Ministerio nombra a un 
árbitro, participa en la audiencia de instalación del Tribunal Arbitral, contesta la 
demanda, reconviene y recepciona el laudo. 

1.28. Esta primera idea, ayudará a comprender el análisis que se realizará en el 
siguiente punto y las conclusiones a los que en este se arribe.   

 
ii) La notificación 

 
1.29. La notificación es considerada un acto procesal de suma relevancia, ya que 

permite que las actuaciones dentro de un proceso sean conocidas por los 
interesados, dándoles la posibilidad de ejercitar su derecho de contradicción y 
de defensa adecuadamente (Echandía, 2018, p.496) 5 

 

 
5  Echandía D. (2018). Teoría general del proceso. Editorial Temis. Bogotá, Colombia. p.496 
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1.30. El Tribunal Constitucional ha señalado que las partes de un determinado 
proceso conocen de las actuaciones procesales emitidas dentro del mismo a 
través de la notificación, por lo que, el hecho que una parte no sea notificada 
adecuadamente vulnera su derecho a la defensa 6. Con ello, el TC es claro al 
establecer la relación que existe entre el acto de notificación y el derecho de 
defensa.  
 

1.31. Otro acercamiento a este concepto, lo podemos encontrar en el artículo 155 
del Código Procesal Civil, en el cual, de manera similar, se señala que “el acto 
de notificación tiene por objeto poner en conocimiento de los interesados el 
contenido de las resoluciones judiciales”. 

 
1.32. A partir de ello, queda claro que el concepto de notificación se encuentra 

directamente relacionado al conocimiento de las partes de lo qué suceda en el 
marco de un proceso o procedimiento en el que estas se encuentren, lo cual 
conllevará a que puedan hacer valer sus derechos oportunamente ante los 
tribunales correspondientes. 

  
De la notificación al Consorcio y al Ministerio 

 
1.33. Como puede apreciarse en las diversas normas que conforman nuestro 

ordenamiento jurídico7, las formas de notificación pueden ser diversas, y, en el 
marco de un contrato, existe la posibilidad de que las partes pacten una 
determinada forma, si así lo consideran. 

1.34. Para el caso del arbitraje, en el artículo 8 de la Ley 26572, Ley General de 
Arbitraje, aplicable al caso en análisis, se ha señalado lo siguiente: 

Figura 9 
Artículo 8 de la Ley General de Arbitraje 

 
Nota. Tomado de https://spijweb.minjus.gob.pe/ 

 

1.35. Conforme a esta norma, si las partes no acordaron la forma de recepción de 
las comunicaciones, estas se consideran recepcionadas cuando se haya 
entregado al destinatario o en su domicilio contractual.  

 
6 Tribunal Constitucional Perú (2015). Sentencia recaída en el expediente 07094-2013-PA/TC. Felicia Porras contra la 

Sala Civil de la Corte Superior de Huaura. 09 de septiembre. Fundamento 10. Recuperada de: 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/07094-2013-AA.pdf 

7  Tales como la Ley de Arbitraje, el Código Procesal Civil, Ley del Procedimiento Administrativo General, Código 
Tributario, entre otros. 
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1.36. Respecto al domicilio contractual, se puede verificar que en el Contrato las 
partes precisan que sus domicilios corresponden a los declarados en la parte 
introductoria del mismo. 

Figura 10 
Cláusula Vigésima de la Proforma del Contrato 

 
Nota. Tomado del Anexo 17 de las Bases de la Licitación Pública por PSA 
N°002-2006-IN-OGA. 

 
1.37. Específicamente, en el caso de la Entidad, se precisa su nombre y domicilio 

legal en las Bases de la Licitación, como se muestra a continuación: 

Figura 11 
Nombre y Domicilio de la Entidad 

 
Nota. Tomado de la parte de Generalidades de las Bases de la Licitación 
Pública por PSA N° 002-2006-IN-OGA. 
 

1.38. Entonces, para efectos del presente caso, queda claro que una notificación 
debe ser considerada como debidamente efectuada cuando se haya entregado 
al destinatario o haya sido entregada en cualquiera los domicilios señalados 
por las partes en el Contrato.  

1.39. Si bien en el expediente no se adjuntan medios probatorios que acrediten que 
las notificaciones fueron entregadas en el domicilio contractual de las partes, 
se puede concluir, sin miedo equivocarnos, que sí existió una debidamente 
notificación al Consorcio y al Ministerio, ya que ambos participaron durante todo 
el proceso arbitral, así lo demuestra la etapa de nombramiento de árbitros, la 
participación en la audiencia de instalación del Tribunal Arbitral, la presentación 
sus escritos de demanda, contestación y reconvención, y la recepción del 
Laudo. 

1.40. Asimismo, teniendo en cuenta que ni el Ministerio ni el Consorcio manifestaron 
que las notificaciones se hubieran efectuado en un domicilio distinto al 
contractual, se asume, a efectos del presente análisis, que estos fueron 
realizados en los domicilios señalados en el Contrato. 

1.41. Así también lo ha señalado la Primer Sala Civil, al precisar que la obligación de 
notificar adecuadamente, en el marco de un arbitraje, se cumple cuando se ha 
notificado en el domicilio que la Entidad demandada ha indicado como 
válida en el contrato, no existiendo la posibilidad de aceptar una pretensión 
de anulación de laudo cuando se ha realizado lo contrario. 

 
 



20 

Figura 12 
Considerando Sétimo de la Sentencia de la Primera Sala, en el expediente 00242-2012 

Nota. Tomado de: Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de 
Justicia de Lima (2013). Sentencia del 18 de junio de 2013. Expediente 00242-2012-0-1817-
SP-CO-01. Sétimo Considerando. 

1.42. Adicionalmente, la referida Sentencia, rechaza las pretensiones de nulidad de 
laudo por la falta de notificación al Procurador, concluyendo que la Entidad sí 
fue correctamente notificada ya que se remitieron los actuados del proceso a 
su domicilio contractual, situación que se asemeja al caso de análisis, pues, 
aunque no se le notificó específicamente al Procurador, el Ministerio pudo 
participar durante todo el arbitraje y hacer valer su derecho de defensa. 

1.43. También en un caso en el que, de manera similar, se solicitó la anulación de 
laudo por una presunta indebida notificación al Procurador, la Primera Sala 
señaló:  

Figura 13 
Considerando Cuarto de la Sentencia de la Primera Sala, en el expediente 00136-2011 

Nota. Tomado de: Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia 
de Lima (2012). Sentencia del 9 de marzo de 2012. Expediente 00136-2011. Cuarto Considerando. 

1.44. Una vez más, la Primera Sala señala que la Entidad se debe considerar 
debidamente emplazada por habérsele notificado en el domicilio contractual. 
Además, precisa que poner en conocimiento de la Procuraduría, lo 
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correspondiente al proceso arbitral, es una obligación administrativa de la 
propia Entidad, en aras de que esta pueda ejercer su defensa. 

1.45. Por lo tanto, de una primera revisión de los hechos del caso y del precepto legal 
aplicable, se puede concluir que, al haberse notificado adecuadamente al 
Ministerio, quien es parte contractual en la controversia, no se configuraría la 
primera parte de la causal b) de anulación de laudo. 

De la notificación a la Procuraduría 
  

1.46. Sin perjuicio de los señalado y en atención a los argumentos planteados 
durante el proceso judicial de anulación de laudo, es importante revisar 
detalladamente, remitiéndonos a las normas especiales, si es que existía o no 
alguna obligación particular de notificar a la Procuraduría, y si fuera el caso, si 
ello puede conllevar a que se incurra en la causal b) de anulación de laudo. 

1.47. Para ello, partimos del análisis del artículo 47 de la Constitución antes citada, 
y constatamos que de este se advierte que, si bien la Constitución es clara al 
señalar que la defensa del Estado está a cargo de los Procuradores Públicos, 
el ejercicio de dicha defensa está condicionada a lo que señale la Ley.  

1.48. Sobre ello, conviene advertir que la Procuraduría, como parte de sus 
fundamentos de derecho, alegó como norma aplicable únicamente el D.L. N° 
1068,  sin embargo, no consideró que la referida norma no se encontraba 
vigente al momento en el que se inició el arbitraje ni en el transcurso de la 
mayor parte del mismo, ya que dicho Decreto entró en vigencia el 28 de 
diciembre de 2008, es decir, más de un año después de la fecha en que el 
Consorcio solicitó el arbitraje8. La norma vigente en el 2007, año en que se 
inició el arbitraje, fue el Decreto Ley Nº 17537, De la Representación y Defensa 
del Estado en Juicio9. 

1.49. Es decir, en atención a la disposición constitucional, desde el inicio del arbitraje 
(24 de abril de 2007) hasta antes de la emisión del laudo, la Ley marco para la 
defensa jurídica del Estado era el D. Ley. Nº 17537, y para la fecha de emisión 
del primer laudo (23 de enero de 2009), el D.L. N° 1068. Para mayor ilustración, 
se muestra la imagen a continuación: 

Figura 14   
Vigencia de normas sobre defensa del Estado, aplicables al caso. 

 
    Nota. Elaboración propia 

 
8  EL 24 de abril de 2007 el Consorcio envía al Ministerio una solicitud para iniciar el arbitraje ad-hoc. 
9  El Decreto Ley 17537, De la Representación y Defensa del Estado en Juicio, fue publicado el 27 de marzo de 1969. 
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1.50. Habiendo dejado clara esta distinción, corresponde analizar lo regulado en los 
referidos Decretos y conforme a ello, determinar si existía o no la obligación de 
notificar a la Procuraduría.  

1.51. Partiendo del Decreto Ley N° 17537, este regulaba lo concerniente a la 
notificación al Procurador, señalando lo siguiente: 

Figura 15 
Artículo 20 del Decreto Ley 17537 

Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H646908 

1.52. Es decir, existía un deber de notificar al Procurador cuando el Estado se 
encontraba en un juicio, sin embargo, el artículo 14 del referido Decreto Ley 
precisaba que la participación de los Procuradores Públicos en la defensa del 
Estado se circunscribía a procesos ante el Ministerio Público, Tribunal 
Constitucional e instancias de jurisdicción ordinaria y militar, como se 
muestra a continuación:  

Figura 16  
Artículo 14 del Decreto Ley 17537 

Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-
web/#/detallenorma/H646908

1.53. En ese sentido, la defensa ejercida por los Procuradores Públicos, bajo este 
Decreto, no contemplaba la jurisdicción arbitral, la misma que, como lo ha 
señalado el TC en la sentencia recaída en el expediente 6167-2005-PH/TC, por 
su naturaleza excepcional, es una jurisdicción distinta a la ordinaria, en la que 
se pueden resolver controversias sobre materias de carácter disponible, sin 
intervención de ninguna autoridad administrativa o judicial ordinaria 10. 

1.54. Asimismo, tras revisar los cambios normativos de este Decreto Ley N° 17537, 
se puede apreciar que la versión del texto de la norma, como se muestra en la 
figura 16, fue incorporado a partir de la modificación realizada por el artículo 3 
del Decreto Legislativo N° 959, publicado el 17 de agosto de 2004, es decir, 
cuando se encontraba vigente la Constitución de 1993 que ya contemplaba el 
arbitraje además de que ya se encontraba vigente la Ley N°26572, Ley General 
de Arbitraje, publicada el 5 de enero de 1996. Con lo cual, es evidente que la 
voluntad del legislador no era incorporar a la jurisdicción arbitral en el alcance 
del Decreto Ley N° 17537. 

10  Tribunal Constitucional Perú (2015). Sentencia recaída en el expediente 6167-2005-PH/TC. Fernando Cantuarias 
contra la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos Libres. 28 de febrero. Fundamento 7 y 14. Recuperada de: 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/06167-2005-HC.pdf 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H646908
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H646908
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1.55. Entonces, queda claro que, bajo las disposiciones del Decreto Ley N° 17537, 
la participación de los Procuradores Públicos en la defensa del Estado no 
contemplaba la jurisdicción arbitral, por lo que, en el caso materia de análisis, 
no existía la obligación de notificar a la Procuraduría del Ministerio, durante la 
vigencia de dicha norma, la misma que coincidió con la mayor parte del 
desarrollo del arbitraje, hasta antes de la emisión del Laudo. 

1.56. Por otro lado, también es pertinente pronunciarnos sobre el art. 22.2 del 
Decreto Legislativo N° 1068, Decreto Legislativo del Sistema de Defensa 
Jurídica del Estado, alegado por la Procuraduría, a pesar de que este solo 
estuvo vigente al momento de la emisión del laudo y no del resto de actuaciones 
arbitrales. Así, remitiéndonos a dicha norma, referida a las funciones de los 
Procuradores, se puede verificar que, a diferencia del artículo 14 del Decreto 
Ley N° 17537, en el que no se contempla la jurisdicción arbitral, en este sí se 
señala expresamente que la defensa jurídica del Estado comprende todas las 
actuaciones que, entre otras, la Ley arbitral permiten.  

Figura 17 
Artículo 22 del Decreto Legislativo 1058 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H672856 
 

1.57. Asimismo, sobre la notificación a los Procuradores Públicos, el Decreto 
Supremo Nº 017-2008-JUS, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento del 
Decreto Legislativo Nº 1068 del Sistema de Defensa Jurídica del Estado, 
vigente desde el 29 de diciembre de 2008, dispone: 

Figura 18 
Último párrafo del Artículo 37 del Decreto Supremo Nº 017-2008-JUS 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H673196 

1.58. Entonces, si bien estas normas (vigentes a la fecha de emisión de laudo) nos 
remiten a una obligación de notificar al Procurador, dentro de un proceso 
arbitral, en su domicilio oficial, existen dos aspectos que se deben hacer notar: 
i) la norma no señala quién está obligado a notificar al Procurador, y, ii) el 
domicilio, para que sea considerado oficial, debe ser publicado en el Diario 
Oficial “El Peruano”. 

1.59. Sobre lo primero, el hecho de que la norma no especifique quién se encuentra 
obligado a emplazar al Procurador Público, genera que no se pueda atribuir 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H672856
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dicha responsabilidad a ninguna persona en específico, pudiendo ser el 
encargado de dicha tarea el Tribunal, el Contratista o la propia Entidad. 

1.60. Así, en la sentencia recaída en el Expediente 00242-2012, la Primera Sala 
interpreta que la Entidad es la responsable de que su Procuraduría tome 
conocimiento del inicio de las actuaciones arbitrales para poder ejercer su 
defensa, participando en los actos que considere pertinentes y manifestando 
su domicilio procesal para ser notificados11. Demostrándose con ello que no 
existía claridad sobre dicha obligación. 

1.61. Sobre lo segundo, la norma es clara al establecer el requisito previo de que el 
domicilio del Procurador Público a cargo debía ser publicado en el Diario Oficial 
“El Peruano” a fin de ser considerado oficial, sin embargo, al momento en que 
se notificó el Laudo, no existía ningún domicilio oficial de la Procuraduría 
publicado en “El Peruano”, con lo cual, a pesar de existir la obligación en la 
norma, en la realidad no se reunían las condiciones necesarias para realizar la 
notificación debidamente. 

1.62. Por lo tanto, se puede concluir que, en el transcurso del arbitraje, durante la 
vigencia del Decreto Ley N° 17537 y el D.L. N° 1068, no existió la obligación 
legal de notificar a la Procuraduría con las actuaciones arbitrales, y mucho 
menos, la posibilidad de que esta falta de notificación se configure en una 
causal de anulación de laudo, en los términos expresado en la causal b) de 
anulación de laudo, aplicable solo a las partes y sin posibilidad de ser 
interpretada de manera extensiva. 

1.63. En ese sentido, nuestra Ley establece el carácter cerrado y taxativo de las 
causales de anulación de laudo, sobre las cuales la doctrina y jurisprudencia 
han señalado también que existe una regla de interpretación restrictiva 
(Castillo, 2011, p.88)12. Asimismo, mediante sentencias recaídas en los 
expedientes 069-2007, 00258-2011, 041-2017, 474-2017, entre otras, el 
órgano jurisdiccional ha señalado que el artículo 63 del Decreto Legislativo N° 
1071, al precisar causales taxativas para interponer un recurso de anulación de 
un laudo, debe ser interpretado de manera restrictiva, y siempre considerando 
el carácter excepcional del referido recurso. 

1.64. Por lo tanto, tras haber realizado el respectivo análisis sobre la Procuraduría, 
se puede volver a la conclusión arribada en el acápite anterior y señalar que, al 
haberse notificado al Consorcio y al Ministerio del nombramiento de los árbitros 
y de las otras actuaciones arbitrales, se ha notificado debidamente a las partes 
del Contrato; no configurándose el supuesto de hecho contemplado en la 
primera parte de la causal b) de anulación de laudo.  

1.65. no se ha lo realizado por la Primera Sala al determinar la anulación de laudo, 
atribuyendo la existencia de la causal b) de anulación de laudo, no es correcto.  

 

 
11  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2013). Sentencia del 18 de 

junio de 2013. Expediente 00242-2012-0-1817-SP-CO-01. Sétimo Considerando. 
12  Castillo M. (2011). La anulación del laudo. Biblioteca de Arbitraje del Estudio Mario Castillo Freyre. Vol. 14, p. 88 



25 
 

b. Subproblema jurídico 2: El impedimento al Ministerio de hacer valer sus 
derechos dentro del arbitraje. 

 
1.66. Conforme a lo señalado en la segunda parte de la causal b) de anulación de 

laudo, corresponde analizar si el Ministerio, de alguna forma, fue afectado en 
sus derechos dentro del proceso arbitral, fijándonos principalmente en si existió 
algún impedimento para que estos sean ejercidos adecuadamente. Para ello, 
partimos de que uno de los argumentos principales de la Procuraduría ante la 
Sala es que, al no haber participado en el proceso arbitral, a pesar de que el 
Ministerio actuó como demandado, este no tuvo una adecuada defensa, 
conforme a lo señalado en el art. 22.2. del D.L. 1068.  
 

1.67. Sobre ello, la Sala ha mencionado que, en concordancia con las garantías 
propias del derecho al debido proceso arbitral, durante el arbitraje, se habría 
afectado el derecho a la defensa del Ministerio, configurándose la segunda 
parte de la causal b) de anulación de laudo. Asimismo, precisa que este 
derecho debe ser entendido como aquel en el que más allá de la posibilidad de 
las partes de alegar, probar y ser debidamente notificados, requiere un 
adecuado ejercicio de la defensa. 

 
1.68. Se procede entonces a analizar si, como señala la Sala, se ha afectado el 

derecho de defensa del Ministerio, el cual se encuentra consagrado en el inciso 
14 del artículo 139 de la Constitución y que ordena que ninguna persona puede 
ser privada de su defensa en ningún estado del proceso. 

 
1.69. Priori (2019) señala que este derecho implica que toda persona debe ser 

notificada sobre la existencia de un proceso legal en el cual se debaten sus 
intereses, para que pueda participar en él, así como presentar sus argumentos 
y pruebas ante un juez que va a tomar una decisión sobre alguna situación que 
le afecte. Además, por este derecho, la persona también puede impugnar las 
resoluciones que le causen daño, siempre que esté previsto en la ley (p.96)13. 

 
1.70. Asimismo, Carocca (1997) señala que la garantía constitucional de defensa 

asegura que todos aquellos que se encuentren afectados por una resolución 
judicial, tengan la posibilidad, a lo largo de todo el proceso, de exponer sus 
argumentos, presentar medios probatorios y ejercer su derecho de 
contradicción, con la confianza de que todo ello será valorado por el juez en la 
resolución que se adopte14. 

 
1.71. Por su lado, el TC se ha pronunciado sobre este derecho y ha precisado que 

constituye una garantía para que los justiciables no se encuentren en 
indefensión cuando se esté discutiendo el resguardo de sus derechos, 
intereses y obligaciones en un proceso, cualquiera que sea su naturaleza 
(Sentencia 1332-2021-AA)15. Asimismo, ha precisado que el derecho de 
defensa se proyecta como un principio de interdicción y de contradicción, 
estando el primero relacionado al hecho de hacer frente a cualquier indefensión 

 
13  Priori G. (2019). El proceso y la tutela de los derechos. Colección lo Esencial del Derecho 42. p.96 
14  Carocca A. (1997). Garantía constitucional de la defensa procesal. Universitat Pompeu Fabra 
15  Tribunal Constitucional Perú (2022). Sentencia recaída en el expediente 1332-2021-AA. Dafeli S.A.C. contra la Sala 

de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema. 19 de abril. Fundamento 35. Recuperada de: 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf  

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf
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y el segundo, al hecho de defenderse de cualquier acto procesal que afecte la 
situación jurídica de algunas de las partes (Sentencias 05085-2006-PA/TC, y 
04719-2007/PHC). Además, el TC ha precisado que, en el marco de procesos 
judiciales, el derecho de defensa se ve afectado cuando los órganos judiciales 
impiden, con actos concretos, ejercer los medios necesarios, suficientes y 
eficaces que les permitan salvaguardar sus intereses y derechos legítimos 
(Sentencia 1332-2021-AA)16. 
  

1.72. Previamente análisis de la presunta afectación al derecho de defensa del 
Ministerio, traemos a colación lo señalado previamente y reiteramos que, 
independientemente de que la Procuraduría haya alegado la aplicación del art. 
22.2. del D.L. 1068, vigente desde el 28 de diciembre de 2008, debido a que el 
arbitraje se inició en el año 2007, la Ley aplicable también sería el Decreto Ley 
17537. 

 
1.73. Pues bien, como puede apreciarse de la sentencia de la Primera Sala, esta 

considera que, conforme a las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias, la defensa y representación del Ministerio se le atribuyó a su 
Procuraduría, no pudiendo ser válidamente ejercida por un órgano diferente a 
esta, concluyendo que al no haber sido la Procuraduría la encargada de la 
defensa del Ministerio se colisiona con las normas que regulan la correcta 
defensa de sus intereses 17,.  

 
1.74. En ese sentido, corresponde una vez más remitirnos al artículo 14 del Decreto 

Ley 17537, vigente a la fecha de inicio del arbitraje, para recordar que, 
conforme a este, solo se contemplaba que los Procuradores Públicos defiendan 
al Estado en procesos ante el Ministerio Público y Tribunal Constitucional, así 
como en la jurisdicción ordinaria y militar, no contemplándose la jurisdicción 
arbitral como tal.  
 

1.75. Además, la Primera Sala, aceptando que la Ley aplicable es el Decreto Ley 
17537, precisa que, si bien en el artículo 1 de este cuerpo normativo se hace 
referencia solo a la defensa de los intereses del Estado realizada judicialmente, 
debe entenderse que este contempla también a la jurisdicción arbitral, ya que 
a la entrada en vigor del referido Decreto Ley no se encontraba reconocido el 
arbitraje a nivel normativo18.  
 

1.76. Esto último no es cierto, ya que, como lo señalamos previamente, la última 
modificación del referido artículo 14 del Decreto Ley 17537, donde se precisan 
las jurisdicciones en las que los Procuradores ejercen sus funciones, fue 
realizada el 17 de agosto de 2004, mediante el artículo 3 del D.L. N° 959, es 
decir, cuando se encontraba vigente la Constitución de 1993 que ya 
contemplaba la jurisdicción arbitral, y además, cuando ya se encontraba 
vigente la Ley N°26572, Ley General de Arbitraje, publicada el 5 de enero de 
1996.  

 
16  Tribunal Constitucional Perú (2022). Sentencia recaída en el expediente 1332-2021-AA. Dafeli S.A.C. contra la Sala 

de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema. 19 de abril. Fundamento 37. Recuperada de: 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf 

17  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2009). Sentencia del 10 de 
noviembre de 2009. Expediente 00409-2009. Duodécimo Considerando  

18  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2009). Sentencia del 10 de 
noviembre de 2009. Expediente 00409-2009. Duodécimo Considerando. Décimo Considerando 

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf
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1.77. Bajo estos argumentos, no existía una obligación legal de que la defensa del 

Ministerio, dentro del arbitraje, fuera ejercida por el Procurador Público, lo cual 
deviene en que el argumento de la Sala de que la única persona que podía 
ejercer válidamente la defensa del Ministerio era el Procurador, sea incorrecto.  

 
1.78. Sin perjuicio de este primer análisis, debe también hacerse referencia a que el 

supuesto de hecho de la causal b) de anulación de laudo contempla la situación 
de “que una de las partes no ha podido hacer valer sus derechos” dentro 
del proceso arbitral, es decir, que haya existido un impedimento que le haya 
causado una afectación a sus derechos. A partir de ello nos preguntamos 
¿existió algún impedimento para que el Ministerio pueda hacer valer sus 
derechos en el arbitraje? 

 
1.79. Como puede verificarse en los hechos, durante el transcurso del arbitraje, el 

Ministerio jamás pidió al Tribunal Arbitral la participación de su Procurador, 
siéndole esto negado, ni tampoco la Procuraduría se presentó al arbitraje, 
impidiéndole el Tribunal su participación. Por el contrario, fue el propio 
Ministerio quien mediante R.M. N° 0618-2007-IN, designó a la Oficina General 
de Administración para que ejerza su defensa en el arbitraje, e inclusive, luego 
de reconocer expresamente la existencia de su Procuraduría en su ROF, 
señaló que su función no es exclusiva y que es posible encomendar su 
patrocinio a otro estamento del propio Ministerio, e inclusive a terceros. 

 
Figura 19 
Designación del Ministerio a la Oficina General de Administración para que ejerza su defensa 

 

 
 Nota. Tomado de Resolución Ministerial 0618-2007-IN del 27 de agosto de 2007 

1.80. Entonces, teniendo en cuenta que el mismo Ministerio decidió dejar de lado a 
su Procuraduría y acreditar a otro órgano para su representación ante el 
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Tribunal, podemos constatar que no existió ningún impedimento para que éste 
haga valer sus derechos, es decir, no existió, por parte del Tribunal Arbitral, una 
afectación o limitación al adecuado ejercicio de su derecho a la defensa, y en 
consecuencia, la causal de anulación de laudo materia de análisis, tampoco se 
llegó a configurar. 
 

1.81. Al respecto, el propio TC, ha precisado que en repetidos pronunciamientos se 
ha indicado que la vulneración al derecho de defensa se conculca cuando 
existe un impedimento para el ejercicio de los medios legales suficientes para 
la adecuada defensa, siendo esta no cualquier impedimento de ejercer dichos 
medios, sino que para ser constitucionalmente relevante, debe generarse por 
una arbitraria e indebida actuación del juzgador, impidiendo injustificadamente 
a un justiciable alegar en pro de sus derechos e intereses legítimos19. 
 

1.82. Asimismo, en un caso similar al que se viene analizando, la Primera Sala, 
precisó que no existía afectación al derecho de defensa, entendido este como 
la capacidad de oponerse y formular contradicción, ya que, durante todo el 
desarrollo del proceso, sin ninguna restricción, la Entidad pudo hacer ejercicio 
de su derecho de defensa, al haber sido notificada válidamente. 

 
Figura 20 
Considerando Quinto de la Sentencia de la Primera Sala, en el expediente 00242-2012 

 
Nota. Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2013). 
Sentencia del 18 de junio de 2013. Expediente 00242-2012-0-1817-SP-CO-01. Quinto Considerando 

 
1.83. Similar situación sucedió en el presente caso, ya que el Ministerio nunca se 

puso restricción alguna al Ministerio para ejercer debidamente su derecho de 
defensa. Siendo que, inclusive, el Tribunal Arbitral acreditó a los representantes 
que el propio Ministerio eligió para ejercer su defensa. 
 

1.84. Otro aspecto importante que se debe tener en cuenta es que el derecho no 
puede amparar que el propio Ministerio, después de designar a una persona 
distinta al Procurador para su defensa, invoque como causal de anulación que 
no fue debidamente representada. Sobre ello, se debe tener presente que, en 
el proceso judicial ante la Primera Sala, si bien la parte demandante es la 
Procuraduría Pública del Ministerio del Interior, está no actúa con 
independencia del Ministerio, sino en su representación, por lo que, las 
alegaciones señaladas por la Procuraduría también deben entenderse como 
las del Ministerio. 

 
1.85. Entonces, la alegación del Ministerio de que no ejerció debidamente su defensa 

mediante su Procurador, por no habérsele notificado, cuando en realidad fue el 
 

19  Tribunal Constitucional Perú (2013). Sentencia recaída en el expediente 01147-2012-PA/TC. Luis Enrique Orezzoli 
contra la Sétima Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. 16 de enero. Fundamento 16. Recuperada de: 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2013/01147-2012-AA.html. 
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propio Ministerio quien decidió descartar su participación, viola el principio de 
“nemo auditor propiam turpitudinem allegans” por el cual, nadie puede 
alegar en su favor su propia torpeza o culpa. Este principio ha sido 
reconocido por el propio TC, y se basa en la debida diligencia que deben tener 
los demandantes sobre el asunto que reclaman 20. 

 
1.86. Así, en reiterada jurisprudencia y en diversos casos en los que la Entidad alega 

una vulneración a su derecho de defensa por la falta de participación de su 
Procurador, la Primera Sala ha sido enfática en señalar que nadie puede verse 
beneficiado de su propia negligencia; como se muestra a continuación: 

 
Figura 21 
Considerando Quinto de la Sentencia de la Primera Sala, en el expediente 00136-2011 

 
Nota. Tomado de Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de 
Lima (2012). Sentencia del 9 de marzo de 2012. Expediente 00136-2011- Quinto Considerando. 
 
Figura 22 
Considerando Quinto de la Sentencia de la Primera Sala, sobre el expediente 00242-2012 

 

Nota. Tomado de Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima 
(2013). Sentencia del 18 de junio de 2013. Expediente 00242-2012-0-1817-SP-CO-01. Sétimo 
Considerando. 

 
1.87. Por su lado, también el TC ha precisado que no se vulnera el derecho a la 

defensa cuando el estado de indefensión alegado se generó por negligencia 
del demandante. 
 
 

 
20  Tribunal Constitucional Perú (2013). Resolución recaída en el expediente 00394-2013-PA/TC. Pablo Hugo Torres 

Arana contra la Cuarta Sala Civil de Lima. 4 de marzo. Fundamento 5. Recuperada de: 
https://repositorio.pucp.edu.pe/index/hanD.L.e/123456789/170356 
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Figura 23 
Fundamento 36 de la Sentencia del TC, recaída en el expediente 1332-2021-AA 

Nota. Tomado de Tribunal Constitucional Perú (2022). Sentencia recaída en el expediente 1332-2021-AA. 
Dafeli S.A.C. contra la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema. 19 de 
abril. Fundamento 36. Recuperada de: https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf 

1.88. Complementariamente, el TC señaló que este derecho abarca 2 dimensiones: 
i) material y ii) formal, la primera abarca la posibilidad del acusado de
defenderse desde el momento en que conoce que se le ha atribuido la comisión
de un comportamiento contrario al ordenamiento jurídico, y la segunda supone
la posibilidad de contar con una defensa técnica; es decir, estar respaldado
durante todo el proceso por un abogado defensor”21.

1.89. Conforme a todo lo expuesto, se puede concluir que, en el proceso arbitral 
materia de análisis,  no se afecta el derecho de defensa del Ministerio en 
ninguna de las 2 dimensiones señaladas por el TC, ya que, respecto al aspecto 
material, se puede verificar que el Ministerio ejerció su defensa desde el inicio 
de las actuaciones arbitrales, ya que participó sin ningún inconveniente durante 
todo el arbitraje; asimismo, sobre el aspecto formal, se verifica que el Ministerio 
tuvo un representante y no existió ningún impedimento para que este participe 
durante todo el proceso arbitral; siendo que la falta de participación de la 
Procuraduría, además de no ser obligatoria, fue decidida por la propia Entidad. 

1.90. Finalmente, tras verificar que el Ministerio siempre se encontró en la posibilidad 
de hacer valer sus derechos ante el Tribunal, no existiendo ningún impedimento 
por parte de este para ello, se puede concluir que tampoco se configura la 
segunda parte de la causal b) de anulación de laudo, por lo que lo decidido por 
la Sala, también deviene en incorrecto sobre este extremo. 

c. Subproblema jurídico 3: El cumplimiento del requisito previo para acudir al
proceso de anulación de laudo

1.91. Otro tema que requiere nuestra atención es la opinión de la Sala respecto del 
requisito establecido en el numeral 2 del artículo 63 del D.L. 1071 que dispone 
que la causal establecida en el inciso b, así como en el a, c y d, del numeral 1 
de la misma norma, sólo será procedente si previamente fue objeto de reclamo 
ante el tribunal arbitral por la parte afectada y este fue desestimado.  

1.92. Al respecto, la Sala señala que no se le puede reprochar al Ministerio el hecho 
de no haber efectuado su denuncia ante el Tribunal debido a que no tuvo la 
oportunidad de contar con una representación acorde a la ley. 

21 Tribunal Constitucional Perú (2022). Sentencia recaída en el expediente 1332-2021-AA. Dafeli S.A.C. contra la Sala 
de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema. 19 de abril. Fundamento 37. Recuperada de: 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf 

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/01332-2021-AA.pdf
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Figura 24 
Considerando Décimo Cuarto de la Sentencia de la Primera Sala, en el expediente 
00409-2009 

 
Nota. Tomado de Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de 
Lima (2009). Sentencia del 10 de noviembre de 2009. Expediente 00409-2009. Décimo Cuarto 
Considerando 

  
1.93. Cabe anotar que un primer error que comete la Primera Sala es tratar a la 

Procuraduría y al Ministerio como si fueran dos sujetos diferentes, ya que si 
bien es la Procuraduría la que interpone la demanda para la anulación de laudo, 
esta lo hace en representación del Ministerio; y es precisamente este quien 
decidió designar su representación en el arbitraje a una persona distinta al 
Procurador mediante Resolución Ministerial 0618-2007-IN. Además, siendo el 
Ministerio la parte afectada y parte demandante en el proceso arbitral, es a este 
a quien le correspondía reclamar al Tribunal, previamente a acudir al Poder 
Judicial, su presunta afectación por no encontrarse debidamente representado. 
 

1.94. Como se mencionaba en el acápite anterior, bajo el principio de que nadie 
puede verse beneficiado de su propia negligencia, tampoco se puede amparar 
que el Ministerio pretenda la anulación de laudo ante el Poder Judicial, sin 
cumplir el requisito legal de haber reclamado previamente al Tribunal Arbitral.  

 
1.95. Asimismo, mediante sentencia recaída en los expedientes N° 00300-2020 y 

00283-2013, la Primera22 y Segunda Sala Civil con Subespecialidad Comercial 
de la Corte Superior23, respectivamente, han señalado que en respeto al 
principio de autonomía del arbitraje, quien se sienta afectado y decida recurrir 
al poder judicial, debe previamente agotar todo recurso y exponer su 
afectación ante el tribunal arbitral elegido por las propias partes del contrato 
para resolver sus controversias; ello también considerando que la posibilidad 
de solicitar la anulación de un laudo debe ser contemplado como un recurso de 
ultima ratio. 
 

1.96. De manera similar, mediante expediente 00258-2011, la Primera Sala, 
haciendo énfasis en la naturaleza excepcional del recurso de anulación, señaló 
que las causales de anulación de laudo deben ser examinadas siempre que 
previamente se haya cumplido el requisito de procedencia señalado en el 
numeral 2 del artículo 63 del D.L. N°1071, es decir, que la parte afectada haya 
efectuado el reclamo previamente ante el Tribunal Arbitral24. 

 
22  Primera Sala Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2021). Sentencia recaída 

en el expediente 00300-2020-0-1817-SP-CO-01. 6 de mayo. Cuarto Considerando. 
23  Segunda Sala Civil con Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2014). Sentencia 

recaída en el expediente 00283-2013-0-1817-SP-CO-02. 15 de septiembre. Quinto Considerando. 
24  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2013). Sentencia recaída en 

el expediente 00258-2011. 30 de enero. Tercer Considerando. 
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1.97. Además, mediante sentencia recaída en el expediente 00287–2012, la Sala 

precisa que la responsabilidad de realizar el reclamo ante el Tribunal recae, 
indiscutiblemente, en la parte interesada, bajo las condiciones que permitan 
calificarlo como oportuno, siendo que si ello no ocurriera, esta se verá 
irremediablemente perjudicada al no poder cuestionar posteriormente en sede 
judicial, la presunta afectación sobre la cual no efectuó un reclamo oportuno; 
agrega la Sala que este requerimiento “se sustenta en la posibilidad e 
independencia que tiene el propio proceso arbitral para corregir sus 
deficiencias” 25. 

 
1.98. Finalmente, la Primera Sala, en el expediente N° 00242-2012 en el que se alegó 

la falta de notificación al Procurador del Ministerio de Educación, invocó el 
principio de convalidación y señaló que la actividad procedimental realizada en 
cualquier procedimiento o proceso será inalterable, cuando quien alega la 
afectación, mediante sus acciones o conducta, y dejando pasar los plazos para 
cuestionar, convalida lo realizado; así en los hechos correspondientes al 
referido al expediente, la Sala aprecia que la parte afectada jamás cuestionó 
su afectación dentro del proceso arbitral (donde fuera su primera oportunidad), 
y tampoco planteo recurso alguno contra las resoluciones del Tribunal Arbitral, 
conllevando aquello a una convalidación tácita de la falta de notificación 
alegada, no siendo atendible sus cuestionamientos26. 
 
Por todo lo expuesto, y conforme a los pronunciamientos de la diversa 
jurisprudencia citada, se puede concluir que el Ministerio no cumplió con el 
requisito establecido en el numeral 2 del artículo 63 del D.L. 1071, al no haber 
reclamado su presunta afectación ante el Tribunal Arbitral, previamente a 
acudir al Poder Judicial, razón por la cual, su demanda ante la Primera Sala no 
debió ser procedente. 
 

2. Problema Jurídico 2: Sobre la nulidad de oficio del Contrato 
 

2.1. El Ministerio señala que la declaratoria de nulidad del Contrato se sustenta en 
2 supuestos: i) por haberse suscrito el Contrato con un postor inexistente, 
debido a que el Consorcio no cumplió con presentar firmas legalizadas a 
tiempo; y, ii) la afectación al principio de presunción de veracidad, pues el 
contratista presentó documentación falsa o inexacta al haber realizado una 
simulación de Consorcio. 
 

2.2. Sobre la presunta afectación al principio de presunción de veracidad, el 
Consorcio señaló que el Ministerio carecía de toda facultad legal para declarar 
la nulidad por dicha causal, ya que no existía norma legal que lo respalde. 
Asimismo, solicitó al Tribunal Arbitral que declare la extinción del Contrato por 
razones ajenas al mismo, ya que las acciones del Ministerio conllevaron a que 
no se puede ejecutar las obligaciones establecidas en el Contrato. 
  

 
25  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2013). Sentencia recaída en 

el expediente 00287-2012. 11 de junio. Cuarto y Quinto Considerando. 
26  Primera Sala Civil Subespecialidad Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima (2013). Sentencia del 18 de 

junio de 2013. Expediente 00242-2012-0-1817-SP-CO-01. Sexto Considerando. 
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2.3. Conforme a ello, en el presente capítulo, el análisis se focalizará en la revisión 
de las normas que sustentan la nulidad de oficio del Ministerio, vigentes al 
momento de los hechos del caso, y en determinar si, efectivamente, el 
Ministerio poseía las facultades para declarar la nulidad del Contrato, por una 
afectación al principio de presunción de veracidad. Además, se realizará un 
análisis de la forma en que la Entidad declara la nulidad de oficio y si ello 
concuerda con la garantía al debido procedimiento. 

a. Subproblema jurídico 1: Aplicabilidad de las normas de contrataciones que 
sustentan la nulidad de oficio y el control difuso realizado por el Tribunal 
2.4. Mediante Resolución Ministerial N° 0244- 2007-IN/0101 publicada en Diario “El 

Peruano” el 1 de abril de 2007, el Ministerio declaró la nulidad del Contrato, 
notificando al Consorcio el 2 de abril de 2007, mediante Carta Notarial N°008-
2007-IN-0509.  
 

2.5. Conforme se señala en dicha Resolución Ministerial, la nulidad de oficio 
efectuada por el Ministerio, se realiza debido a que el Consorcio habría 
vulnerado el principio de presunción de veracidad al haber ofertado un 
sobreprecio en el Contrato firmado con el Ministerio, entre otros vicios. Ello, 
según se señala en la Resolución, conllevó a que se configure la causal de 
nulidad de oficio establecida en el artículo 202° del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones y Adquisiciones del Estado (en adelante, Reglamento de la 
LCAE), aprobado por D.S. 084-2004-PCM, y el artículo 57° del Texto Único de 
la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (en adelante, TUO de la 
LCAE), aprobado por D.S. 083-2004-PCM.  

 
2.6. El Consorcio por su lado, manifestó que la nulidad realizada por la Entidad por 

la supuesta vulneración al principio de presunción de veracidad no se 
encontraba respaldada normativamente, ya que no existía norma con rango 
legal que le otorgara dicha competencia, además, teniendo en consideración 
que a la fecha de la convocatoria de la Licitación Pública, la norma legal 
aplicable era el TUO de la LCAE, sin la modificación introducida por la Ley 
28911 , Ley que modifica los artículos 52, 53, 54, 56 y 57 de la Ley Nº 26850 
(vigente desde el 4 de marzo de 2007), la única causal por la que podía anular 
el Contrato de oficio estaba prevista en el artículo 57 de la LCAE, que se 
muestra a continuación:  

 
Figura 25 
Artículo 57 de la LCAE (D.S. 084-2004-PCM) 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H669237 
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2.7. Así, el Consorcio señala que una vez celebrado el Contrato el Ministerio solo 
podía declarar nulo de oficio el Contrato por efectos del artículo 9 de la LCAE, 
es decir, por celebrar actos con personas impedidas de contratar con el Estado, 
no encontrándose el Consorcio en los alcances de dicha norma; en 
consecuencia, el argumento por el que el Ministerio declaró la nulidad de oficio 
del Contrato no se encontraba respaldada por ninguna norma legal.  
 

2.8. Como se puede apreciar, la controversia se genera debido a que el Ministerio 
sustentó su nulidad en el artículo 202 del Reglamento de la LCAE, modificado 
mediante Decreto Supremo N° 063-2006-EF, donde se regula la causal de 
anulación por contravenir el principio de presunción de veracidad, sin embargo, 
el artículo 57 de la LCAE, sin la modificación de la Ley 28911, señalado por el 
Consorcio, limita los supuestos solo a aquellos contemplados en el artículo 9 
de la misma Ley, estando entonces frente a una contradicción entre el 
Reglamento y la Ley. 
 

2.9. Específicamente, el Consorcio señaló que el artículo 202 del Reglamento de la 
LCAE no se aplica a la licitación ni al Contrato, ya que vulnera los alcances de 
la LCAE, infringiendo el principio de jerarquía normativa, en consecuencia, 
solicitó al Tribunal ejercer control difuso sobre dicha norma e inaplicarla al caso 
concreto. 
 

2.10. Respecto a la primera pretensión principal, el Tribunal consideró que la nulidad 
declarada por el Ministerio por presunta contravención del principio de 
presunción de veracidad no era válida, ya que no existía una norma con rango 
legal aplicable a dicho supuesto. De igual forma, conforme a lo indicado por el 
Consorcio, consideró que las normas aplicables al caso son los artículos 9 y 57 
del TUO de la LCAE, sin la modificación introducida por la Ley N° 28911, así 
como el artículo 202 del Reglamento de la LCAE que contempla el supuesto de 
contravención al principio de presunción de veracidad. 

 
2.11. Asimismo, respecto al artículo 57 del TUO de la LCAE, el Tribunal señala que 

en este claro que la nulidad de oficio luego de la celebración del Contrato se 
limita solo a los casos del artículo 9 del mismo TUO que no contempla entre 
sus supuestos a la vulneración del principio de presunción de veracidad. Así, 
señala que la declaración de nulidad de un contrato debe requerir de 
autorización legal o contractual expresa, por lo que, sobre el artículo 202 del 
Reglamento de la LCAE, el Tribunal manifestó que este es ilegal por exceder 
el marco de la Ley. 

 
2.12. Conforme a ello, en ejercicio de su facultad para hacer control difuso, el Tribunal 

Arbitral inaplicó el art. 202 del Reglamento de la LCAE por vulnerar la norma 
de rango legal y, en consecuencia, determinó que la declaración de nulidad del 
Contrato efectuada por el Ministerio excede sus facultades legales, ya que no 
se encuentra respaldado ni por la Ley ni por el Contrato para realizar dicha 
declaración. En ese sentido, precisó que la declaración de nulidad del 
Ministerio, realizada por Resolución No. 0244-2007-IN/0101 no tenía ningún 
efecto contractual. 

 
2.13. Habiendo señalado ello, mediante el presente análisis, se pretende determinar 

si lo realizado por el Tribunal Arbitral se ajusta o no a derecho, y para ello, 
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corresponde realizar una revisión detallada de la regulación relativa a la  
nulidad de oficio de los contratos públicos en el sistema jurídico peruano. 

 
2.14. En ese sentido, comenzamos por remitimos a la primigenia Ley N° 26850, Ley 

de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (publicada el 3 de agosto de 
1997) en cuyo artículo 57 se regulaba la nulidad de actos administrativos, más 
no de los contratos, como se aprecia a continuación: 

 
Figura 26 
Artículo 57 de la Ley N° 26850 (LCAE) 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H775642 

 
2.15. Posteriormente, en el artículo 26 del Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM, 

Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (publicado 
el 13 de febrero de 200) se contempló la posibilidad de la nulidad de oficio antes 
y después de la celebración del contrato, siendo que en este último supuesto 
la nulidad solo es  posible si se configuran los supuestos del artículo 9 de la 
Ley. 

Figura 27 
Artículo 26 del D.S. Nº 013-2001-PCM (Antiguo Reglamento de la LCAE) 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H664172 

 
2.16. Conforme a esta disposición y la introducción de la regulación del supuesto de 

nulidad de oficio en la norma reglamentaria, mediante Ley N° 28267 (publicada 
el 3 de julio de 2004) se modificó el artículo 57 de la LCAE, incorporando la 
posibilidad de declarar la nulidad de oficio después de celebrados los contratos 
sólo por las causales establecidas en el art. 9 de la misma Ley. Ello es acertado 
ya que, si no se hubiera regulado en una norma legal, estaríamos ante una 
norma reglamentaria sin sustento legal. 

 
Figura 28 
Modificación del art. 57 de la LCAE - Ley N° 26850 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H869374 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H869374
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2.17. Posteriormente, con fecha 29 de noviembre de 2004 y vigencia a partir del 29 
de diciembre de 2004, se publica el D.S. Nº 083-2004-PCM (TUO de la LCAE), 
manteniendo los términos del artículo 57 antes señalado, y el D.S. 084-2004-
PCM (Reglamento de la LCAE), en cuyo artículo 202, conforme a lo establecido 
en la Ley, se regula la nulidad del contrato, en los términos que se muestran a 
continuación: 
 

Figura 29 
Artículo 202 del Reglamento de la LCAE 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H669238 

 
2.18. En este caso, el Reglamento desarrolla el mismo supuesto de nulidad que el 

contemplado en la Ley, es decir, por supuestos del artículo 9, sin embargo, 
mediante Decreto Supremo N° 063-2006-EF (vigente desde el 19 mayo 2006) 
se modifica este Reglamento y se contempla en el artículo 202 un nuevo 
supuesto referido a la transgresión al principio de presunción de veracidad 
como resultado de una fiscalización posterior: 
 

Figura 30 
Artículo 202 del Reglamento de la LCAE modificado 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H917108 

 
2.19. Cabe notar que, a la fecha en que se realizó esta modificación del Reglamento 

de la LCAE, no se había hecho ninguna modificación a las normas de rango 
legal sobre la misma materia, motivo por el cual, mediante Ley N° 28911 
(vigente desde el 4 de marzo de 2007), se modificó el artículo 57 de la LCAE, 
contemplando la posibilidad anular el contrato por transgresión al principio de 
presunción de veracidad, conforme se había señalado previamente en el 
Reglamento. 
 

 Figura 31 
Artículo 57 de la LCAE modificado 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H933125 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H933125
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2.20. Es decir, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley N°28911, no existía 
norma con rango legal que contemple la nulidad del contrato por afectación al 
principio de presunción de veracidad. 

2.21. Cabe precisar que, si bien esta nueva versión del artículo 57 de la LCAE estuvo 
vigente al momento en que se emitió la Resolución Ministerial N° 0244-2007-
IN/0101, mediante la cual la Entidad declara la nulidad de del Contrato, ello no 
debe ser tomado en cuenta para analizar la resolución del Contrato, ya que las 
normas aplicables al Contrato y a la declaración de nulidad son aquellas que 
se encontraban vigentes el 12 de diciembre de 2006, fecha en que se lanzó la 
convocatoria a Licitación Pública por PSA N°002-2006-IN-OGA, es decir, la 
versión de los artículos 9 y 57 del TUO de la LCAE, sin contemplar la 
modificación realizada por la Ley N° 28911, así como el artículo 202 del 
Reglamento de la LCAE, modificado mediante Decreto Supremo N° 063-2006-
EF . 

2.22. Ello es claro al apreciar el acápite de Generalidades y Base Legal de las Bases 
del PSA que indica cuales son las normas aplicables al proceso de selección, 
y sobre las cuales el Consorcio manifestó su voluntad de contratar: 

 Figura 32 
Normas aplicables al PSA N°002-2006-IN-OGA 

Nota. Tomado de los Anexos del Expediente 

2.23. Dicha normativa aplicable se confirma en la Cláusula Sexta del Contrato, en la 
que se señala que este también “está conformado por las bases integradas, la 
oferta ganadora y los documentos derivados del proceso de selección que 
establezcan obligaciones para las partes”. 

2.24. Al respecto, la Dirección Técnico Normativa del Organismo Supervisor de 
Contrataciones con el Estado (en adelante, el “OSCE”), ha precisado que las 
normas aplicables al perfeccionamiento del contrato son aquellas que 
estuvieron vigentes al momento de la convocatoria: 

Figura 33 
Opinión Nº 217-2019/DTN del OSCE

Nota. Tomado de Dirección Técnico Normativa del OSCE (8 de noviembre de 2019). Opinión 
Nº 217-2019/DTN, numeral 2.1.4. 
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2.25. Así, habiendo aclarado cual es la normativa aplicable, se puede apreciar que, 
como ha señalado el Tribunal Arbitral, existe una contradicción entre la norma 
Reglamentaria y la Legal, ya que en el Reglamento se establece un supuesto 
de transgresión al principio de presunción de veracidad no contemplado en la 
Ley. Dicha contravención es mucho más evidente si notamos que la Ley es 
clara al delimitar que con posterioridad a la celebración del contrato, sólo es 
posible declarar la nulidad de oficio para efectos del artículo 9 de la presente 
Ley, entendiéndose que existen supuestos taxativos contemplados en dicho 
artículo. 

 
2.26. Conforme a ello, como se señaló previamente, el Tribunal optó por realizar un 

control difuso de la norma reglamentaria, por lo que, corresponde analizar si lo 
realizado por este se encuentra respaldado por el ordenamiento jurídico 
peruano. Así, respecto del control difuso, la Constitución señala: 

 
Figura 34 
Artículo 38 de la Constitución 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H682678 

 
2.27. Un punto a tener en cuenta es que, cuando la norma hace referencia a “jueces”, 

se debe entender que en este concepto también están considerados los 
árbitros, ya que como el TC ha señalado, estos ejercen función jurisdiccional 
de forma plena, absoluta e independiente y sin la injerencia de ninguna 
autoridad, administrativa o judicial ordinaria27. 
 

2.28. Además, el TC ha precisado que el control difuso es una garantía que también 
debe ser ejercida por los árbitros, considerando que el arbitraje es una 
jurisdicción independiente que requiere las garantías de todo órgano 
jurisdiccional, estableciendo el siguiente precedente vinculante28: 

 
Figura 35 
Precedente Vinculante establecido por el TC en la Sentencia Recaída en el expediente 
00142-2011-PA/TC 

 
Nota. Tomado de https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2011/00142-2011-AA.html 

 

 
27  Tribunal Constitucional Perú (2006). Sentencia recaída en el expediente 6167-2005-PH/TC. Fernando Cantuarias 

contra la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos Libres. 28 de febrero. Fundamento 14. Recuperada de: 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/06167-2005-HC.pdf 

28  Tribunal Constitucional Perú (2011). Sentencia recaída en el expediente 00142-2011-PA/TC. ociedad Minera de 
Responsabilidad Ltda. María Julia contra la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. 21 de 
setiembre. Fundamento 26. Recuperada de: https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2011/00142-2011-AA.html 

https://spij/
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2.29. Teniendo ello en consideración, el Tribunal Arbitral, atribuyéndose la defensa 
del principio de jerarquía normativa, reconocido en el artículo 138 de la 
Constitución, aplicó control difuso sobre el artículo 202 del Reglamento de la 
LCAE 29.  
 

2.30. Dicho principio, contemplado en el artículo 51 de nuestra Constitución, asegura 
la distinción entre los rangos de las normas que componen nuestro sistema 
jurídico, siendo la Constitución la preponderante ante todas, asimismo, 
conforme al artículo 138 de la Constitución, los órganos jurisdiccionales son los 
responsables de impedir la contravención de normas, por otras de inferior 
jerarquía30 (Castro, 2006, p.225). La Constitución, sobre el principio de jerarquía 
normativa señala:  

 
Figura 36 
Artículo 51 de la Constitución 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H682678 

 
2.31. Ahora bien, sobre el caso específico de los Reglamentos, Castro (2006) señala 

que el principio de jerarquía normativa nos lleva al hecho de que cuando una 
norma reglamentaria se dicte, esta sea de menor jerarquía que la Ley, y en un 
supuesto de contradicción entre estas normas, se preferirá la ley el reglamento 
(p.222). 
 

2.32. La Ley 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, refiriéndose a la potestad 
reglamentaria, señala: 

 
Figura 37 
Artículo 13 de la Ley 29158 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H955918 

 
2.33. Sobre estos reglamentos, Jorge Danós (2009) refiere que, dependiendo de la 

autoridad que los emita, puede asumir distintas denominaciones, sin embargo, 
todos son parte del ordenamiento jurídico con la particular característica de 
ser subalternas o inferiores a las leyes31 (pp. 170-171). 
 

 
29  Fundamento 166 de Laudo Arbitral 
30  Castro Ausejo, S. (2006). Control Difuso: ¿Potestad de la Administración?. Revista De Derecho Administrativo, (1), 

217-244. Recuperado de: https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/view/16355 
 
31  Danós J. (2003). Régimen de la nulidad de los actos administrativos en la nueva Ley Nº 27444 de Procedimiento 

Administrativo General. En Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima. Ara editore (pp. 
169-230 

https://spij/
https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/view/16355
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2.34. Asimismo, el TC, ha señalado que la fuerza normativa de la Administración se 
encuentra en la posibilidad de ejercer su potestad reglamentaria, siempre que 
el reglamento, subordinado a la Ley y Constitución, puede desarrollar la ley, 
sin transgredirla ni desnaturalizarla, y, hacer operativo el servicio de la 
Administración a la comunidad32. 
 

2.35. Conforme a lo expuesto, no cabe ninguna duda que un reglamento no puede 
ser emitido en contravención a las leyes, ni mucho menos desnaturalizarla, 
conforme al principio de jerarquía normativa establecido constitucionalmente en 
nuestro ordenamiento. En este sentido, no cabe duda de que el Tribunal, en 
ejercicio pleno de sus facultades y en respeto a la garantía de control difuso, 
declaró correctamente la inaplicación del artículo 202 del Reglamento de la 
LCAE al contravenir el TUO de la LCAE. En consecuencia, lo resuelto por el 
Tribunal se encuentra arreglado a derecho y la nulidad de oficio del Contrato 
realizada por el Ministerio alegando la transgresión al principio de presunción 
de veracidad no tiene ningún efecto contractual.  
 

2.36. Adicionalmente, se concluye que el artículo 202 del Reglamento de la LCAE, 
modificado por Decreto Supremo N° 063-2006-EF, excedía lo señalado por el 
TUO de la LCAE, al regular un supuesto adicional por el cual podía declararse 
la nulidad de oficio. Ello, sin embargo, fue subsanado con la modificación 
realizada al artículo 57 del TUO de la LCAE, mediante Ley N° 28911, vigente 
desde el 4 de marzo de 2007, por la cual se incluye el supuesto de transgresión 
al principio de presunción de veracidad como causal de nulidad de oficio, 
después de celebrado el contrato. 

b. Subproblema jurídico 2: La nulidad de oficio del contrato y el derecho al debido 
procedimiento. 

2.37. Como se señaló en los antecedentes, la nulidad de oficio realizada por el 
Ministerio se realizó después de que la PCM propusiera al Consorcio la 
resolución del Contrato por mutuo disenso, previa devolución de dinero por 
parte de este. Sin embargo, a pesar de que existía un pacto entre las partes 
para concluir la relación contractual de manera pacífica, el 1 de abril de 2007, 
el Ministerio publica la Resolución N° 0244-2007-IN/0101 declarando la nulidad 
de oficio del Contrato, la misma que fue notificada al Consorcio al día siguiente 
mediante Carta Notarial N°008-2007-IN-0509. 
 

2.38. Una primera observación sobre este hecho es que la forma en la que el 
Ministerio declaró la nulidad del Contrato se realizó de conformidad con el 
anterior Reglamento de la LCAE, aprobado mediante D.S. Nº 013-2001-PCM, 
mas no conforme al Reglamento de la LCAE aprobado por D.S. Nº 083-2004-
PCM, vigente al momento de la convocatoria a la Licitación de PSA del presente 
caso. Ello debido a que la referida Resolución Ministerial fue primero publicada 
en el “El Peruano” y posteriormente notificada notarialmente al Contratista.  

 

 
32  Tribunal Constitucional Perú (2005). Sentencia recaída en el expediente 1907-2003-AA/TC. Corporación Empresarial 

de Servicios S.A. contra la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. 27 de enero. Fundamento 19. 
Recuperada de: https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2005/01907-2003-AA.pdf 
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2.39. Así, de las normas citadas en el acápite anterior se puede apreciar que la 
obligación de publicar la Resolución que declara la nulidad en el Diario Oficial, 
se encontraba regulado en el derogado artículo 26 del  antiguo Reglamento de 
la LCAE, aprobado mediante D.S. Nº 013-2001-PCM, mas no en el Reglamento 
de la LCAE aprobado por D.S. Nº 083-2004-PCM, que en su artículo 202 
señalaba que, cuando la Entidad declaraba la nulidad de oficio de un contrato 
debía cursar Carta Notarial al contratista, notificando el documento que 
contenía dicha declaración de nulidad.  

 
2.40. Si bien el hecho de que el Ministerio haya publicado la Resolución en “El 

Peruano”, antes de notificarla notarialmente al Contratista, no altera la 
declaración de nulidad del Contrato, permite presumir que la declaración de 
nulidad de la Entidad fue realizada de forma inesperada para el Consorcio y sin 
espacio para que pueda realizar algún descargo. Además, si bien la norma de 
contrataciones no contemplaba un plazo para que el Consorcio realice sus 
descargos, dejándole habilitada la posibilidad de llevar cualquier desacuerdo a 
una conciliación o arbitraje, surge el siguiente cuestionamiento ¿es acorde al 
ordenamiento jurídico peruano el hecho de que una Entidad declaré la 
nulidad de oficio de un contrato, sin posibilidad de descargo alguno del 
contratista? 

 
2.41. Para dilucidar dicho cuestionamiento, resulta relevante aclarar que cuando nos 

encontramos ante un contrato en el que una de las partes es el Estado, existirán 
prerrogativas públicas que posee la Administración, las cuales se traducen en 
la protección de un interés público involucrado, bajo las ventajas otorgadas por 
un determinado régimen legal33 (Linares, 2006, p.290). 

 
2.42. En línea con esta idea, el OSCE a través de la Opinión Nº 192-2019/DTN, ha 

señalado que la declaración de nulidad de oficio de un contrato es una potestad 
o facultad de la administración mas no una obligación34. Entonces, estas 
prerrogativas otorgadas al Estado se traducen en potestades de carácter 
extracontractual y unilateral que admiten a la Administración intervenir en el 
contratista y su situación jurídico-administrativa (Hernández, 2017, como se citó 
en Valle, 2019)35.  
 

2.43. Así, al referirnos a la declaración de nulidad de oficio efectuada por una 
Entidad después de haberse suscrito un contrato, nos encontramos frente a un 
ejemplo de una potestad otorgada a la Administración Pública, es decir, 
estamos ante un escenario en el que se ha otorgado una prerrogativa al 
Estado. Dicha prerrogativa, a su vez, se manifiesta a través de un acto 
administrativo, al que le es aplicable supletoriamente la normativa 
correspondiente a dicha materia (Baca, 2016, como se citó en Alejos, 
2020)36. 

 
33   Linares M. (2006). El Contrato Administrativo en el Perú. Revista De Derecho Administrativo. pp. 285-308. 

Recuperado de: http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/viewFile/16358/16764.  
34  Dirección Técnico Normativa del Organismo Supervisor de Contrataciones del Estado (5 de noviembre de 2019). 

Opinión Nº 192-2019/DTN. 
35  Valle K. O. (2019). Las prerrogativas o potestades exorbitantes reguladas por la ley 737, ley de contrataciones 

administrativas del sector público y su reglamento. Revista De Derecho, (26), pp. 121–148. Recuperado de 
https://doi.org/10.5377/derecho.v0i26.8949 

36  Alejos O. (2020). ¿Por qué tenemos la balanza inclinada? La naturaleza de las decisiones del Estado en la etapa de 
ejecución de los contratos públicos. Ius Et Praxis, (50-51), p.147 Recuperado de 
https://revistas.ulima.edu.pe/index.php/Ius_et_Praxis/article/view/5052/4887 
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2.44. La justificación para considerar que estas prerrogativas del Estado son actos 

administrativos, a pesar de darse dentro de la ejecución de un contrato, es que 
su ejercicio implica ejecutividad, unilateralidad, y ejecutoriedad, aspectos que 
son propios de un acto administrativo (Alejos, 2020, p. 148)37. En la misma 
línea, Fernández de Velasco (como se citó en Estela, 2012) indica que la 
Administración Púbica crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas 
subjetivas, a través de los actos administrativos, los cuales se manifiestan 
como parte de su declaración jurídica, unilateral y ejecutiva (p.235)38. 
 

2.45. Bajo dicho razonamiento, se puede señalar que la declaración de la nulidad del 
Ministerio después de firmado el Contrato se configura como un acto 
administrativo dentro de la ejecución del Contrato, en ese sentido, si bien, como 
norma especial, se le aplica el TUO de la LCAE y su Reglamento, de manera 
supletoria, se aplica la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General (en adelante, “la LPAG”)39. 

 
2.46. Respecto de la normativa en materia de contrataciones, tenemos que los 

artículos 57 del TUO de la LPAG y el 202 de su Reglamento, aplicables al 
presente caso, no contemplan la oportunidad para que el contratista pueda 
realizar sus descargos sobre las imputaciones realizadas por la Entidad, 
previamente a que esta declare la nulidad de oficio. Lo que la norma le permite 
al contratista es la opción de recurrir a una conciliación o arbitraje en caso de 
no estar de acuerdo con dicho acto, pero no se precisa nada sobre lo que debe 
suceder previamente a la declaración de oficio. 

 
Figura 38 
Artículo 57 de la LCAE 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H869374 
 
Figura 39 
Artículo 202 del Reglamento de la LCAE 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H917108 

 
37  Alejos O. (2020). ¿Por qué tenemos la balanza inclinada? La naturaleza de las decisiones del Estado en la etapa de 

ejecución de los contratos públicos. Ius Et Praxis, (50-51), pp.139-156. Recuperado de 
https://revistas.ulima.edu.pe/index.php/Ius_et_Praxis/article/view/5052/4887 

38  Estela J. (2012). El Procedimiento de Ejecución Coactiva. Revista De Derecho Administrativo, (11), pp. 233-244. 
Recuperado  de https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/view/13556 

39  Conforme al Artículo 4.1. del D.S. 083-2004-PCM, TUO de la LCAE “la presente Ley y su Reglamento prevalecen 
sobre las normas generales de procedimientos administrativos y sobre aquellas de derecho común que le sean 
aplicables”. 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H869374
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H917108
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2.47. En consecuencia, a fin de determinar si existe alguna garantía que debe ser 
respetada y que no haya sido contemplada de forma expresa en la normativa 
de contrataciones, es pertinente remitirnos a las disposiciones de la LPAG. 
Sobre ello, Baca (2009) señala que, precisamente, debido a la muy escasa 
regulación sobre la declaración de oficio de la nulidad en la normativa de 
contrataciones y su reglamento se hace imperioso acudir a la LPAG para 
buscar las reglas que le son aplicables, entre ellas sus limitaciones (p.85)40.  
 

2.48. Así, para el presente caso, considero que es pertinente remitirnos al numeral 
1.2. del Artículo IV de la LPAG, donde se precisan aspectos relativos al principio 
del debido procedimiento, cuya versión aplicable al Contrato es la siguiente: 

 
Figura 40 
Principio del debido procedimiento en la LPAG. 

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H805476 

2.49. Como puede apreciarse en la referida versión, el principio al debido 
procedimiento involucraba la posibilidad de exponer argumentos, ofrecer y 
producir pruebas y obtener una decisión motivada por parte de la 
administración. Ello se reforzó con la modificación realizada al referido artículo 
mediante Decreto Legislativo Nº 1272, publicado el 21 de diciembre de 2016, 
el cual, si bien no era aplicable a los hechos del caso, permite apreciar la 
naturaleza y esencia del referido principio. Así, el texto modificado es el 
siguiente: 
 

Figura 41 
Modificación del principio del debido procedimiento  

 
Nota. Tomado de https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H805476 

2.50. De esta última versión, se puede notar que el debido procedimiento se 
encuentra vinculado al derecho de refutar los cargos imputados, lo cual 
concuerda con el derecho de exponer argumentos, regulado en la versión 
anterior. En consecuencia, ante la existencia de cualquier procedimiento contra 
un administrado, en respeto al principio del debido procedimiento, debe dársele 
la oportunidad de realizar sus descargos y/o presentar argumentos respecto de 
lo que se le está imputando. 
 

2.51. Sumado a ello, es relevante tener en cuenta que cuando nos referimos al 
debido procedimiento que debe existir para declarar la nulidad de oficio, nos 
encontramos ante una situación de suma importancia, ya que la nulidad, al ser 

 
40  Baca V. (2009). La anulación de los contratos públicos regulados en la nueva Ley de Contrataciones del Estado y su 

Reglamento. Revista De Derecho Administrativo, (7), pp. 69-93. Recuperado de 
https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/view/14014 
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una de las sanciones más graves, acarrea graves consecuencias para el acto 
declarado nulo, retrotrayendo los hechos al momento previo a la emisión del 
mismo. 

 
2.52. Precisando el tema, se tiene que la nulidad deriva directamente de las 

irregularidades en la formación de un contrato, ya que cualquier contrato que 
no haya sido debidamente constituido se considera nulo (Benabent, p. 159, 
como se citó en Santy y Gomero, 2019)41. De igual manera, en la actualidad es 
común describir la nulidad como una sanción que conlleva la anulación 
retroactiva del acto jurídico que no cumplió con los requisitos necesarios para 
su constitución. (Ghestin y Loiseau, p. 707, como se citó en Santy y Gomero, 
2019). En ese sentido, la nulidad impide que un acto de voluntad deficiente 
pueda adquirir vigencia en el ordenamiento jurídico y, por ende, generar efectos 
jurídicos (Cousy, p. 40, como se citó en Santy y Gomero, 2019). 

 
2.53. Respecto a la nulidad, el Tribunal de Contrataciones con el Estado ha señalado 

que esta es una herramienta válida para las Entidades que sirve para sanear 
el procedimiento de selección de cualquier situación que pueda afectar la 
contratación, y, sobre todo, para que se tenga un proceso donde se respeten 
todas las garantías contempladas en la regulación en materia de 
contrataciones42. 

 
2.54. Asimismo, el OSCE ha manifestado que cuando un contrato sea nulo, conlleva 

directamente a que este sea inexistente y, por lo tanto, no tenga ningún efecto, 
en ese sentido, las obligaciones derivadas del mismo no pueden ser exigibles 
para las partes43. Con lo cual, es muy importante que cualquier Entidad, deba 
ser extremadamente cuidadosa al momento de decidir decretar la nulidad de 
oficio de un acto.  

 
2.55. Sobre el derecho a tener un debido procedimiento, Morón (2019) señala que 

este implica que todos los administrados puedan tener un procedimiento 
administrativo previo a la toma de decisiones de la Administración que les 
conciernan, siendo que la Administración tiene el deber de emitir un 
pronunciamiento respetando las reglas de los procedimientos, en tal sentido, la 
emisión de actos administrativos de plano, sin considerar los argumentos o 
defensa de los administrados es vulneratoria de este derecho al procedimiento 
administrativo; asimismo, sería incorrecto señalar que con la participación del 
administrado con fecha posterior al acto, recién se daría inicio al procedimiento 
administrativo, por lo que, desde el principio, se debe asegurar la oportunidad 
del administrado de participar en el mismo (p.83)44. 
 

2.56. Ahora bien, el TC, haciendo referencia al debido proceso, ha señalado que este 
implica la sumisión a todas las garantías y normas de orden público aplicables 
a todos los casos, incluyendo los procedimientos administrativos, donde se 
garantice que los administrados tengas las posibilidades de ejercer su defensa 

 
41  Santy L. y Gomero M. (2019). La nulidad en las contrataciones públicas en la jurisprudencia del Tribunal del OSCE. 

Diálogo con la jurisprudencia N° 255. Diciembre 2019. p.293 
42  Tribunal de Contrataciones con el Estado (6 de abril de 2017). Resolución recaída en el expediente 0517-2017-TCE-

S4. Considerando 33. 
43  Dirección Técnico Normativa del Organismo Supervisor de Contrataciones del Estado (5 de noviembre de 2019). 

Opinión Nº 192-2019/DTN. 
44  Morón J. (2019). Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Gaceta Jurídica, 14va. Ed. Lima. 

p.83 
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de forma debida ante cualquier Entidad que emita un acto que puede 
afectarlos45. 

2.57. Referencialmente, Rodríguez (2021), sobre la nulidad de oficio de actos 
administrativos, precisa que esta debe ser una medida extraordinaria que se 
realice cuando previamente se ha garantizado el derecho de defensa de 
los administrados, lo que significa una real y efectiva evaluación de los 
argumentos y medios de pruebas aportados por estos, así, a pesar de que la 
Administración posee este privilegio de autotutela, que se traduce en la 
eliminación, limitación o afectación de derechos e intereses del administrado, 
su ejercicio debe realizarse preservando, entre otros principios, el debido 
procedimiento (p.162)46. 

2.58. Asimismo, Danos (2003), sobre la nulidad de oficio de actos administrativos 
señala que, en base a los establecido por la jurisprudencia del TC sobre los 
principios del debido procedimiento y de defensa, existe un deber de la 
Administración de brindar al administrado que puede ser perjudicado por la 
declaratoria de nulidad, la oportunidad de formular sus argumentos en aras de 
garantizar la legalidad de la posible nulidad (p.4)47. 

2.59. Así, el autor hace referencia a la sentencia recaída en el Expediente No. 0884- 
2004-AA/TC, donde el TC declaró que, a pesar de que se emitió una resolución 
afectando intereses y derechos de un administrado, no se le había brindado 
a este la posibilidad de defenderlos, con lo cual, deriva razonablemente del 
principio del debido procedimiento administrativo que las entidades del Estado 
no pueden realizar un nulidad de oficio, sin brindar previamente al 
administrado la posibilidad para que exponga su defensa.48 

2.60. Es importante precisar que, si bien la figura de nulidad de oficio del acto 
administrativo regulada en la LPAG no es la misma que la nulidad del oficio del 
contrato regulada en la LCAE, nos sirve para tener una idea de los derechos y 
garantías que derivan de una declaración de nulidad de oficio como tal, mucho 
más si, como previamente se ha especificado, las disposiciones de la LPAG 
son supletorias a la declaración de nulidad de oficio después de haber suscrito 
el contrato público, por su naturaleza de acto administrativo. 

2.61. Probablemente la falta de precisión en la norma en materia de contrataciones 
sobre el derecho del contratista para efectuar sus descargos, además de la 
existencia del deber de respetar la garantía del debido procedimiento, han 
conllevado a que, mediante Decreto Legislativo N° 1341,  que modifica la Ley 
Nº 30225 (LCAE), se modifique el artículo 44  de la actual LCAE, estableciendo 
en su numeral 2 que, después de celebrados los contratos, la Entidad puede 

45 Tribunal Constitucional Perú (2005). Sentencia recaída en el expediente 4289-2004-PA/TC. Blethyn Oliver contra la 
Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. 17 de febrero. Fundamentos 2 y 3. Recuperada de: 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2005/04289-2004-AA.pdf 

46  Rodríguez C. (2020). Nulidad de oficio de los actos administrativos. Ius et Praxis, Revista de la Facultad de Derecho 
N° 53, diciembre 2021, ISSN 2523-6296, pp. 151-173 

47  Danós J. (2003). Régimen de la nulidad de los actos administrativos en la nueva Ley Nº 27444 de Procedimiento 
Administrativo General. En Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima. Ara editore (pp. 
169-230

48 Tribunal Constitucional Perú (2004). Sentencia recaída en el expediente 0884-2004-AA/TC. Eusebia Judict Buendía 
contra la a Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque. 17 de agosto. Fundamento 3.
Recuperada de: https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2005/00884-2004-AA.pdf
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declarar la nulidad de oficio “cuando se verifique la trasgresión del principio de 
presunción de veracidad durante el procedimiento de selección o para el 
perfeccionamiento del contrato, previo descargo”.  

 
2.62. Asimismo, el artículo 145.3 del actual RLCAE, establece que “cuando la 

Entidad advierta posibles vicios de nulidad del contrato, corre traslado a las 
partes para que se pronuncien en un plazo máximo de cinco (5) días 
hábiles”.  

 
2.63. Es decir, la normativa vigente, a diferencia de la que se aplicaba al caso, sí 

contempla de forma expresa la posibilidad de que el contratista pueda 
pronunciarse y efectuar sus descargos, antes de que se decida declarar la 
nulidad de oficio del contrato. Con lo cual, se ha reafirmado la garantía del 
debido procedimiento que tiene todo aquél que se pueda ver afectado con una 
nulidad de oficio. Cabe precisar que si bien la norma anterior, al igual que la 
actual, te da la oportunidad de acudir a una conciliación o arbitraje para 
manifestar tu disconformidad, ello no reemplaza el derecho de contar con un 
debido procedimiento previo a la emisión del acto, ya que el solo hecho de 
acudir a estas vías alternativas de resolución de conflictos, conllevan un costo 
de dinero y tiempo para las partes. 

 
2.64. Conforme al análisis efectuado, se  puede concluir que, en el presente caso, 

correspondía que la Entidad le otorgue al Consorcio la oportunidad de efectuar 
sus descargos y exponer sus argumentos antes de declarar la nulidad de oficio 
del Contrato mediante Resolución Ministerial N°0244-2007-IN/0101, sin 
embargo, debido a que la nulidad de oficio se realizó sin previa comunicación 
al Consorcio y fue directamente publicado en el diario “el Peruano”, se habría 
vulnerado el derecho del Consorcio a contar con un debido procedimiento. 
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V. CONCLUSIONES 
 

- Al haberse notificado al Consorcio y al Ministerio, quien se apersonó y participó 
durante todo el arbitraje, se ha cumplido con notificar debidamente a las partes 
del nombramiento de los árbitros y de las otras actuaciones arbitrales; por lo 
que, lo realizado por la Primera Sala al determinar la anulación de laudo, 
atribuyendo la existencia del supuesto de hecho de lo señalado en la primera 
parte de la norma contemplada en el literal b) del inciso 1 del artículo 63° del 
D.L. 1071, al no haberse encontrado el Ministerio debidamente representado, 
no es correcto. 
 

- Durante la vigencia del Decreto Ley N° 17537, la defensa del Estado con la 
intervención de los Procuradores Públicos no contemplaba la jurisdicción 
arbitral, por lo que, en el caso materia de análisis, no existía la obligación de 
notificar a la Procuraduría del Ministerio, durante la vigencia de dicha norma. 

 
- El Decreto Legislativo N° 1068, Decreto Legislativo del Sistema de Defensa 

Jurídica del Estado, alegado por la Procuraduría, y su Reglamento, vigentes 
al momento de la emisión del laudo, sí señalan expresamente que la defensa 
jurídica del Estado comprendía la jurisdicción arbitral, sin embargo, se deben 
tener en cuenta los siguientes aspectos: i) la norma no señala quién está 
obligado a notificar al Procurador, y, ii) el domicilio, para que sea considerado 
oficial, debe ser publicado en el Diario Oficial “El Peruano”.  

 
- En  el proceso arbitral no se ha vulnerado el derecho de defensa, en su aspecto 

material ni formal, ya que se puede verificar que el Ministerio ejerció su 
defensa desde el inicio de las actuaciones arbitrales y participó sin ningún 
inconveniente durante todo el proceso arbitral que culminó con la emisión del 
laudo, y además, tuvo un representante y no existió ningún impedimento para 
que este participe durante todo el proceso arbitral; siendo que la falta de 
participación de la Procuraduría, además de no ser obligatoria, fue decidida 
por la propia Entidad. 

 
- Tras verificar que el Ministerio siempre se encontró en la posibilidad de hacer 

valer sus derechos ante el Tribunal, no existiendo ningún impedimento por 
parte de este, se puede concluir que no se configura la causa establecida en 
la segunda parte del inciso b), numeral 1 del artículo 63 del D.L. 1071. 

 
- Se constató que el Ministerio no cumplió con el requisito establecido en el 

numeral 2 del artículo 63 del D.L. 1071, al no haber reclamado su presunta 
afectación ante el Tribunal Arbitral previamente a la interposición del recurso 
de anulación, razón por la cual la Sala no aplicó adecuadamente el dispositivo 
legal, al señalar en su sentencia que no podía reprochársele al Ministerio no 
haber efectuado una denuncia oportuna al Tribunal Arbitral. 

 
- Teniendo en cuenta que un reglamento no puede ser emitido en contravención 

a las leyes, ni mucho menos desnaturalizarla, conforme al principio de 
jerarquía normativa establecido constitucionalmente en nuestro ordenamiento, 
el Tribunal Arbitral, en ejercicio pleno de sus facultades y en respeto a la 
garantía de control difuso, declaró correctamente la inaplicación del artículo 
202 del Reglamento de la LCAE al contravenir el TUO de la LCAE. Por lo tanto, 
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lo resuelto por el Tribunal se encuentra arreglado a derecho y la nulidad de 
oficio del Contrato realizada por el Ministerio alegando la transgresión al 
principio de presunción de veracidad no tiene ningún efecto contractual.  

 
- Si bien el artículo 202 del Reglamento de la LCAE, modificado por Decreto 

Supremo N° 063-2006-EF, excedía lo señalado por el TUO de la LCAE, al 
regular un supuesto adicional por el cual podía declararse la nulidad de oficio. 
ello fue subsanado con la modificación realizada al artículo 57 del TUO de la 
LCAE, mediante Ley N° 28911, vigente desde el 4 de marzo de 2007, 
incluyéndose el supuesto de transgresión al principio de presunción de 
veracidad como causal de nulidad de oficio, después de celebrado el contrato. 

 
- Sin embargo, si bien esta nueva versión del artículo 57 de la LCAE estuvo 

vigente al momento en que se emitió la Resolución Ministerial N° 0244-2007-
IN/0101, mediante la cual la Entidad declara la nulidad de del Contrato, ello no 
debe ser tomado en cuenta para analizar la resolución del Contrato, ya que las 
normas aplicables al Contrato y a la declaración de nulidad son aquellas que 
se encontraban vigentes el 12 de diciembre de 2006, fecha en que se lanzó la 
convocatoria a Licitación Pública por PSA N°002-2006-IN-OGA, es decir, la 
versión de los artículos 9 y 57 del TUO de la LCAE, sin contemplar la 
modificación realizada por la Ley N° 28911, así como el artículo 202 del 
Reglamento de la LCAE, modificado mediante Decreto Supremo N° 063-2006-
EF . 

 
- Correspondía otorgarle al Consorcio la oportunidad de efectuar sus descargos 

y/o exponer sus argumentos antes de que se declare la nulidad de oficio del 
Contrato mediante Resolución Ministerial N°0244-2007-IN/0101, sin embargo, 
debido a que la nulidad de oficio se realizó sin previa comunicación al 
Consorcio y directamente mediante una publicación en el diario “el Peruano”, 
se habría vulnerado el derecho de este de contar con un debido procedimiento. 
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ANEXOS 

Anexo 1 Laudo de derecho dictado por mayoría en la controversia surgida entre el 
Consorcio Automotores Gildemeister Perú S.A. – Maquinarias Nacional S.A. 
Perú, de una parte, y el Ministerio del Interior, de la otra. 

Anexo 2 Resolución Ministerial N°0244-2007-IN/0101 por la cual se declara la nulidad 
de oficio del contrato. 

Anexo 3 Acta de Integración de Bases de la Licitación Pública por PSA N° 002-2006-
IN-OGA 

Anexo 4 Pliego Absolutorio de las consultas formuladas a las Bases de la Licitación 
Pública por PSA N°002-2006-IN-OGA 

Anexo 5 Bases Integradas de la Licitación Pública por PSA N° 002-2006-IN-OGA 
Anexo 6 Resolución Ministerial N°0618-2007-IN por la que el Ministerio designa a su 

representante en el proceso arbitral. 
Anexo 7 Sentencia de anulación de laudo de la Primera Sala Civil Subespecialidad 

Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima recaída en el expediente 
00409-2009 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA"' ,,: ., : l. - .:::'-

PRIMERA SALA CIVIL CON SUBESPECIAlIDAD EN MATERIA'COMERCIAL" .
-----".... ¿.o._

Miraflores, 25 de Octubre del 2010

. 20\0

O~~/?
, ,.
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/

N° ir ,Ie',

Por disposición de la Presidenci e esta Sala
Superior, me dirijo a Usted, a fin de PONER EN SU
CONOCIMIENTO lo resuelto por esta Sala Especializada,
mediante resolución siete de fecha diez de Noviembre del
año en curso, asimismo, la resolucion de la Corte Suprema de
fecha veintiseis de Mayo del presente año; en los seguidos
por PROCURADURIA PUBLICA A CARGO DE lOS ASUNTOS
JUDICIALES DEL MINISTERIO DEl INTERIOR contra
AUTOMOTORES GllDEMEISTER PERU S.A y OTRO sobre
ANUlACION DE lAUDO ARBITRAL, para su conocimiento y
fines pertinentes, se adjunta las mismas en copias certificadas
de fojas 21.

OFICIO N°409-2010-EN CONOCIMIENTO-CSJl.ISCSEC.PJ
SEÑOR
PRESIDENTEDEL TRIBUNAL ARBITRAL
Av. Gregorio Escobedo Cdra. 7 S/N (Jesus
Presente.-

Hago propICia, la ocaslon para expresarle los
sentimientos de mi mayor consideración y estima personal.

Dios guarde a Usted.
1, OSeE

rDCUratlllr¡~O"lhh(';>~[l Hl '1

04 NOV 2010 i
~. f¿,~~f.'(¡
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA

PRIMERA SALA CIVIL SUBESPECIALlDAD COMERCIAL

VISTOS:

Expediente número: 00409-2009

Resolución número: SIETE r-------- --
:CORTE SljJ:t' J • 1\,.

o., :.'..PRIM::~" - .•.

\ r:':\' \\
'1 C. •.

) 1,
de dos mil nueve.-

Lima, diez de noviembre

i\
••

A través de su recurso de anulación de laudo arbitral, presentado

el veinticuatro de marzo de dos mil nueve, y adecuado a través del

( 'X~ escrito presentado el catorce de mayo de dos mil nueve, la
PRbcURADur~IA PUBLICA A CARGO DE LOS ASUNTOS\~/iJUdiCIALES DEL MINISTERIO DEL INTERIOR (en adelante, la

1\; PR9CURADURíA, DEL MINISTERIO DEL INTERIOR) pretende que

este órgano jurisdiccional declare nulo el laudo arbitral de

derecho dictado en mayorla. el diez de setiembre de dos mil ocho, por

lOS árbitros ALFREDO BULLARD GONZALES Y EDUARDO IBERICO



, '

Conforme a los términos expuestos en el recurso de anulación

y el escrito de adecuación antes referidos, la PROCURADURíA

DEL MINISTERIO DEL INTERIOR pretende la nulidad del referido

laudo arbitral invocando para ello únicamente la causal de

anulación contenida en el articulo 63°, inciso 1, literal b, del Decreto

Legislativo N° 1071, Decreto Legislativo que norma el Arbitraje,

exponiendo como fundamento de su petitorio, esencialmente, que

ella no participado dentro del proceso arbitral del cual proviene el laudo

cuestionado, a pesar que en él el MINISTERIO DEL INTERIOR actuó

como demandado y, por tanto, su defensa debió ser ejercida por la

procuraduria respectiva, de acuerdo a lo establecido por el articulo

22.2 del Decreto Legislativo del Sistema de Defensa Jurldica del

Estado, Decreto Legislativo N° 1068, entre otras normas'.

BALARiN, integrantes del Tribunal Arbitral conformado además por el

árbitro SERGIO SALINAS RIVAS, en el proceso arbitral seguido entre

CONSORCIO AUTOMOTORES GILDEMEISTER PERÚ SA

MAQUINARIA NACIONAL SA PERÚ (en adelante, el CONSORCIO),

por una parte, y el MINISTERIO DEL INTERIOR, por otra.

I
I,,
I

•

I
I

~~

A través de la resolución número tres, de fecha cinco de junio

de dos mil nueve, el recurso de anulación de laudo es admitido y se

ordena correr traslado del mismo al CONSORCIO.
/ \

I

1 Si biel inicialmente la PROCURADURíA DEL MINISTERIO DEL INTERIOR señaló como sustento de su

pretensión impugnatoria también otros dos argumentos más: al la tramitación del proceso arbitral a

pesar de haber caducado el derecho y la acción del CONSORCIO; y b) la falta de realización de la

audiencia de pruebas, conforme a lo acordado y establecido en el numeral 20 del acta de Instalación;

nmguno es estos dos fundamentos fueron adecuados oportunamente a lo dispuesto por el Decreto

Legislativo N!! 1071, según lo ordenado, en su momento por este Colegiado, y por tanto, no serán

objeto de analisis en esta resolución.

l' I ••~, ••~~,~,

--.....:-- _é..:'':':'

~~L_-j---
?-l _
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Notificado el recurso de anulación de laudo, según lo ordenado

en la resolución antedicha, el CONSORCIO absuelve el traslado en

los términos expuestos en el escrito obrante a fojas cuatrocientos

ochenta y cuatro, sosteniendo, en esencia, lo siguiente: a) la

legación formulada ahora por la PROCURADURíA DEL MINISTERIO

EL INTERIOR para pedir la nulidad del laudo no fue ejercitada

oportunamente dentro del proceso arbitral; b) el MINISTERIO DEL

INTERIOR si intervino en el proceso arbitral, de acuerdo con la

autorización otorgada por la Resolución Ministerial 0618-2007-IN; c) Ni

la Constitución ni las leyes vigentes durante el arbitraje prohíben que la

defensa del MINISTERIO DEL INTERIOR sea ejercida por una persona

distinta al procurador, sobre todo si la Ley de Contrataciones y

Adquisiciones del Estado no hace referencia alguna a la necesidad que

la defensa de las entidades estatales sea ejercida por las

procuradurias correspondientes; y d) finalmente, la conducta del

MINISTERIO DEL iNTERIOR contradice los principios de lealtad y

buena fe, porque a pesar de haber decidido ser representado en el

proceso arbitral por su Unidad de Asuntos Legales, según lo dispuesto

\ por la Resolución Ministerial 0618-2007-IN, y haber actuado de esa

forma durante los veintiún meses que duró el arbitraje, ahora pretende

, \Obtener la nulidad del laudo arbitral por no haber actuado a traves de

procurador. .

, Traidos los autos para sentenciar, y actuando como ponente el

señor vocal Soller Rodríguez, pasamos a expresar las siguientes

consideraciones para sustentar nuestra decisión:

CONSIDERANDO:

____ m. m ••••oifilli.II&l1Ii_ •• ••••••••••••• a••••••• a



, .

RIMERO: De acuerdo al primer párrafo del articulo 62° del

DecretoLegislativo N° 1071, que norma el arbitraje: "Contra el laudo

610podrá interponerse recurso de anulación. Este recurso constituye

Ii! única vla de impugnación del laudo y tiene por objeto la revisión de

;11 validez por las causales taxativamente establecidas en el aniculo.'I!

•

SEGUNDO: Asimismo, la segunda parte de esta disposición

expresa: "El recurso se resuelve declarando la validez o la nulidad del

laudo. Está prohibido bajo responsabilidad, pronunciarse sobre el

fondo de la controversia o sobre el contenido de la decisión o

calificar los criterios, motivaciones o interpretaciones expuestas

por el tribunal arbitrar (resaltado agregado). En estos términos,

resulta claro para este Colegiado que el conocimiento de una causa

referida-como en esta ocasión- a la anulación de un laudo arbitral,

debe ser resuelta por el órgano jurisdiccional de modo. restrictivo,

pronunciándose exclusivamente s'obre la causal invocada

expresamente por el actor en su recurso, en armonía con el

principio dispositivo, informador de este proceso (con la sola

.. excepción de lo dispuesto por la última parte del inciso 3, del mismo

articulo), y sin entrar a evaluar el fondo de lo resuelto en el laudo.

TERCERO: Ello porque el proceso de anulación de laudo no ha

.i~o diseñado por nuestro legislador nacional, como un medio

par~reabrir una discusión ya resuelta en sede arbitral, y menos
para\evaluar si el criterio adoptado por el arbitro para aplicar el

derecho o evaluar las pruebas. ha sido el mejor; sino como un

instrumento para determinar si el desarrollo del proceso arbitral

.e encuentra afectado por una causal que lo afecte en cuanto a su

validez como acto juridico mismo, y no en relación al sentido de la

'. ..'
" "

.-•• ' l' ,1--••-11.,'p(",r,t-.p _~->~.J;c....\.••...
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•

decisión que contiene, tal como se desprende con facilidad de las 511

disposiciones antes reseñadas. De lo contrario, el proceso de

anulación de laudo arbitral, podria convertirse en un instrumento

de clara afectación a la calidad de cosa juzgada, que el articulo 61°

e la Ley General de Arbitraje otorga a estos actos e,

i directamente, al reconocimiento constitucional de la vía arbitral,

recogidopor el artículo 139°, inciso 1, de nuestra Constitución Política.

CUARTO: En este caso, -como ya hemos mencionado- el recurso

de anulación de laudo arbitral interpuesto por la PROCURADURíA

DEL MINISTERIO DEL INTERIOR se encuentra sustentado

únicamente en la causal de anulación contenida en el literal b del

inciso 1 del articulo 63° del Decreto Legislativo N° 1071, es decir,

"que una de las partes no ha sido debidamenle notificada del

nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no ha
,

podido por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos", causal que,

a su criterio, se hace de aplicación al caso, porque ella no participado

dentro del proceso arbitral del cual proviene el laudo cuestionado, a

pesar que en él el MINISTERIO DEL INTERIOR actuó como

demandado y, por tanto, su defensa debió ser ejercida por la

procuraduria respectiva .

QUINTO: En estos términos, habiendo sido invocada por la recurrente

....la ausal de anulación de laudo contenida en el literal b del inciso 1 del

artic lo 63° del Decreto Legislativo N° 1071, resulta conveniente

preci ar los alcances de esa causal. Con este propósito conviene

recordar que, de acuerdo a lo dispuesto por la Duodécima

Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N° 1071:

"Para efectos de lo dispuesto en el inciso 2 del articulo 5 del Código

Procesal Constitucional, se entiende que el recurso de anulación del



..

laudo es una vla especifica e idónea para proteger cualquier derecho

constitucional amenazado o vulnerado en el curso del arbitraje o en el

laudo". Disposición a través de la cual, nuestro legislador ha

optado, al regular el nuevo diseño del proceso de anulación de

audo arbitral, por ampliar el margen de tutela que éste último

o recia dentro de la derogada Ley N° 26572. permitiendode modo

taxativo que los sujetos puedan recurrir a esta vía para proteger

cualquier derecho constitucional amenazado o vulnerado en el curso

del arbitraje o en el laudo; debiendo entenderse esta norma -a

criterio de este Coíegiado- como una referencia a cualquiera de las

garantias contenidas dentro del derecho al debido proceso, cuya

observancia por parte del árbitro o árbitros a cargo del proceso

arbitral constituye un presupuesto para la validez del laudo que le
ponga fin.

SEXTO: Esto último es concordante con lo sostenido por el

Tribunal Constitucional en su Sentencia recaida en el expediente

N° 6167-2005. PHCITC, en la cual declaró: "la naturaleza de

jurisdicción Independiente del arbitraje. no significa que establezca el

ejercicio de sus atribuciones con inobservancia de los principios

constitucionales que informan la actividad de todo órgano que

administra justicia. tales como el de independencia e imparcialídad de

la función jurisdiccional. así como los principíos y derechos de la,

I funci n jurisdiccional. En particular. en tanto jurisdicción. no se

1 encu ntra exceptuada de observar directamente todas aquellas

gara tías que componen el derecho al debido proceso (... ) Es

justa~ente. la naturaleza propia de la jurisdicción arbitral y las

características que la definen. las cuates permiten concluir a este

Cotegiado que no se trata del ejercicio de un poder sujeto

¡.;;•••.•• f-,...... I
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",,:Iflsivamente al derecho privado, sino que forma parte esencial del

'JI<len público constitucional. La facultad de los árbitros para resolver

\ /111 conflicto de intereses no se fundamenta en la autonomía de la

\ vfllflntad de las partes del conflicto, prevista en el artículo 20 inciso 24

'1",al a de la Constitución, sino que tiene su origen y, en consecuencia,-
,'1' limite, en el artículo 1390 de la propia Constitución. De allí que et

proceso arbitral tiene una doble dímensión pues, aunque es

lundamentalmente subjetivo ya que su fin es proteger los intereses

<le las partes, también tiene una dimensión objetiva, definida por el

",speto a la supremacla normativa de la Constitución, dispuesta por el

ilItieulo 510 de la Carta Magna" (resaltado agregado), concluyendo

finalmente en que "el reconocimiento de la jurisdicción arbitral

':<lmporta la aplicación a los tribunales arbitrales de las normas

I:f)nstitucionales y, en particular, de las prescripciones del artículo 1390

<le la de Constitución, relacionadas a los principios y derechos de la

trulción jurisdiccionaf' (fundamentos 9,11 Y 12). En ese sentido,

nuestro Tribunal Constitucional ha dejado en claro la posibilidad

de llevar a cabo, dentro del control jurisdiccional del arbitraje, un

anillisis de la armonía entre éste último y los principios estatuidos

en nuestra Constitución Politica y, especialmente, aquellos

referidos a la observancia del debido proceso, claro está, en la

medida que ellos sean aplicables a la naturaleza propia de la

lurisdiccional arbitral2.

\
\

l ., t I<lra para este Colegiado que el contenido del derecho al debido proceso no es necesariamente

,-I'I\1"rno dentro de un proceso judicial y uno arbitral, pues la naturaleza misma de cada uno de estos,

.O'.!((lIllO los distintos prinCipios que los rigen, Originan una formulación distinta del debido proceso
P,Ud lino y otro caso,

~_~~:;:--l;..t.:':":'i -\.-
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SÉTIMO: Asi, la facultad del juzgador de evaluar las posibles

vulneraciones a cualguiera de las garantias propias de debido

proceso arbitral, dentro de la presentevia, se encuentra claramente

no sólo dentro de nuestro ordenamiento

onstitucional le al, sino además, por la propia interpretación

e de ellos hace el Tribunal Constitucional; y tanto mas, si en

reiterados pronunciamientos, este órgano de control

constitucional ha establecido la necesidad de debatir estos

aspectos dentro del proceso judicial, antes de recurrir al amparo

(por todas, la ya referida STC N' 6167-2005-PHCfTC), debiendo

subsumirse todos ellos, por extensión, dentro de la causal

contenida en el articulo 63', inciso 1, literal b, del Decreto

Legislativo N' 1071, pues no cabe duda que, de uno u otro modo, el

derecho de defensa se verá finalmente comprometido en

cualquiera de estos casos y. además, porgue esta interpretación

de la norma constituye la más adecuada a lo establecido por el

articulo VI del Titulo Preliminar del Código Procesal

Constitucional, según el cual "Los Jueces interpretan y aplican las

leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los

preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de

los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal

Constitucionaf' .
,

! O ITAIIO: Ahora bien, no cabe duda que uno de los principales

, campo entes del derecho al debido proceso lo constituye el

derech de defensa, por el cual se garantizaa ias partes la posibilidad

de ejer itar una defensa adecuadade sus derechose intereses,dentro
I

de cualquier proceso o procedimientoen el que ellos sean discutidos

con ia posibilidadde modificarlos.De ningún modo podria ser ajeno

,.....

" "



al proceso arbitral, pues las característicaspropias de éste último no

colisionan en nada con él, ni tampoco podría sostenerse

válidamente que, al someterse a la jurisdiccional arbitral, las

partes renuncien o perjudiquen de alguna forma su derecho a

poder ejercer una defensa adecuada de sus intereses dentro del

roceso en el cual se debatirán sus intereses.
I
INOVENO: Este derecho, no se limita sólo a la posibilidad de las
I
partes de alegar, probar y ser debidamente notificados -como

rradamente sostiene el CONSORCIO- sino que, además, requiere

a existencia de un adecuado ejercicio de la defensa de la parte

nteresada, por quien está llamado por ley para ejercerla, a titulo

ropio o via representación, pues de otro modo, no existiria

osibilidad legal de imputar a un sujeto los actos procesales

realizados dentro del proceso por quien carece de legitimidad
I
ara actuar en defensa de sus intereses. Esto último cobra mayor

levancia -como lo veremos más adelante- tratándose de un

rgano administrativo del Poder Ejecutivo que forma parte de la

structura del Estado.

ECIMO: Sobre esto último, el articulo 47° de nuestra

onstitución Politica establece: "La defensa de los intereses del

stado está a cargo de los Procuradores Públicos conforme a ley (... )".

Ir u parte, el articulo 1°del derogadoDecretoLey N° 17537,vigente

ti mpo de inicio del proceso arbitral, señalaba: "La defensa de los

/," ses y derechos del Estado se ejercita judicialmente, por

",r~edio de los Procuradores Generales de la República a cargo de
\

asuntos de los diferentes Ministerios", sentido compartido por el

tualDecretoLegislativoNO1068-Decreto Legislativodel Sistemade

lensa Juridica del Estado-, vigente al tiempo de la emisión del

SM7,.., ... ..
",



laudo, cuyos articulas 22.1 Y 22.2, además precisan: "Los

Procuradores Públicos tienen como función representar y defender

juridicamente al Estado en los temas que conciernen a la entidad de la

cual dependen administrativamente (... ) La defensa juridica del Estado

comprende todas las actuaciones que la Ley en materia procesal,

bitral y las de carácter sustantivo permiten, quedando autorizados a

demandar, denunciar y a participar de cualquier diligencia por el sólo

hecho de su designación, informando al titular de la entidad sobre su

actuación" .

5122

UNDÉCIMO: En el caso especifico del MINISTERIODEL INTERIOR,

el artículo 12' del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N'

370, Ley del Ministerio del Interior, aplicable al caso por razón de

temporalidad, disponia: "La Procuradurla Pública encargada de los

Asuntos Judiciales del Ministerio del Interior, es la encargada de

representar y defender ante tos órganos jurisdiccionales los intereses y

derechos del Estado referidos al Ministerio del Interior. Es autónoma en

el ejercicio de sus funciones. Está a cargo de un funcionario con

denominación de Procurador Publico, quien depende funcionalmente

del Ministerio de Justicia y administrativamente del Ministro del

\ Interior'; al tiempo que el inciso a del articulo 29' del también

derogado Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio

Ij d~tílertor, Decreto Supremo N' 004-2005-IN,aplicable al caso por

/)a mismJ razón, señalaba: "La Procuraduria Pública encargada de los

Asuntos! Judiciales del Ministerio del Interior y las Procuradurias

EspeciaUzadas representan y defienden ante los organismos judiciales
Ilos derechos e intereses del Ministerio del Interior de conformidad con

las normas del Sistema de Defensa Judicial. Son autónomas en el

ejercicio de sus funciones" y el articulo 30' del mismo cuerpo legal

.¡,¡ .... f. .. :::. ,::":':";,':,:'¡~"CUL.c.1l, ,,)
SCCRt:...-.,-;\Ri;'
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precisaba: "La Procuraduria Pública encargada de los Asuntos

Judiciales del Ministerio del Interior y las Procuradurlas Especializadas
,

tienen las funciones siguientes: a. Representar al Estado en el ramo

del Ministerio del Inlerior y a los órganos que lo integran ante los

órganos jurisdiccionales en los procesos y procedimientos que actúe

mo demandante, demandado, denunciante o parte civil. b. Asumir la

Defensa Judicial del Estado en el ramo del Ministerio del Interior y

órganos que lo integran ante cualquier tribunal o juzgado de los

diferentes distritos y zonas judiciales de la República (... )".

DUODÉCIMO: Bajo Estas premisas, es evidente que

uniformemente, nuestro ordenamiento jurídico, partiendo desde el

nivel constitucional hasta el reglamentario, atribuyó la defensa y

representación del MINISTERIODEL INTERIOR,durante el tiempo

de tramitación del proceso arbitral del cual proviene el laudo

cuestionado, a la PROCURADURíA DEL MINISTERIO DEL

INTERIOR, por lo cual la representación y defensa de ese

ministerio no pudo ser ejercitada válidamente en esa ocasión por

un órgano distinto sin colisionar directamente con las normas que

reglan la correcta defensa de sus intereses, pues constituye una

norma imperativa que la defensa de los intereses del Estado en un

proceso deban ser necesariamente asumidos por los

~

ur res públicos, Entendiéndose por proceso, no sólo al

,,¡t~it o en el ámbito judicial, sino a todo aquel procedimiento

'/ ete. compositivo en el que se tenga que decidir sobre los

der chos e intereses del Estado, como sucede en el arbitraje, aún

cuando no fuere determinado de manera expresa en la Ley
i

General del Arbitraje, en razón a que dicha materia se encuentra

O', •. _ ~~., •
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"ovlaln en sus normas especiales, conforme se ha anotado

."ocodonlemente.

P.lCJMO TERCERO:Conviene precisar que, si bien el articulo l' del

,,,lo Ley NO 17537 se refirió a la defensa de los intereses del

.•••• do realizada judicialmente -como lo ha apuntado el

., NSORCIO-, la apreciación de esta circunstancia no puede dejar

ladu que a la entrada en vigencia de esa norma aún no se

lfIConlralJa legalmente reconocida en nuestro medio la

flI!tldlcclón arbitral y es por ello obvio que no podia ser

•• Uvamenle mencionada en sus lineas. Sin embrago,ello no es

•••••• culo para subsumir en sus alcances también a la jurisdicción

Mllral, pues tal como ya ha mencionado este mismo Colegiado

1ft .nlorlores oportunidades (Expedientesnúmeros 00012-2007 y

11.2009), a partir del reconocimiento de la via arbitral en

Iro ordenamiento, los intereses del Estado no sólo podian

lIarao y ser puestos en juego dentro de un proceso judicial,

tAmbién en uno arbitral, y no existia razón alguna para creer

on ollas el Estado debiera tener una posición de indefensión,

por 01 hecho de no contar con una norma que taxativamente

ulo osa situación, cuando a través de la interpretación
~.

lóGica \lel articulo l' del Decreto Ley N' 17537 se podia sin

mas/mantener la tutela a los intereses estatales. Además,no

larrpoco perderse de vista que la armonia de esta última

n Interpretativa con nuestro sistema juridico se reafirma

o 01 actual Decreto Legislativo N° 1068, por el cual se regula

Irllonte el Sistema de Defensa Juridica del Estado, establece.u articulo 22.2: "La defensa jurfdica del Estado comprende .todas

.llInG""'''S que la Ley en materia procesal, arbitral y las de



carácter sustantivo penniten, quedando autorizados a demandar,

denunciar y a par/icipar de cualquier diligencia por el sólo hecho de su

designación, informando al titular de la entidad sobre su actuación". En

tal virtud, sea cual fuere la defensa desarrollada a favor del

INISTERIODEL INTERIORdentro del proceso arbitral al cual nos

v nimos refiriendo, ella no puede considerarse de modo alguno,

acorde con la Constitución y las Leyes y, por lo mismo, tampoco

acorde con el derecho de defensa.

DÉCIMO CUARTO: Como consecuencia de lo anterior, puede

entenderse con meridiana claridad que, si el MINISTERIO DEL

INTERIOR no contó, dentro del proceso arbitral, con una

representación ni defensa acorde a la Constitución y las Leyes,

tampoco puede reprochársele no haber efectuado una denuncia

oportuna de esta circunstancia ante el Tribunal Arbitral, siendo del

lodo atendible que la PROCURADURíA DEL MINISTERIO DEL

INTERIOR, justamente en ejercicio de sus funciones, recurra a

esta via para buscar revertir estos hechos.

DÉCIMO QUINTO: Finalmente, en cuanto a la existencia de una

supuesta autorización para la defensa excepcional del

MINISTERIO DEL INTERIOR dentro del proceso arbitral bajo

'~o ntario, justificada por la Resolución Ministerial 0618-2007-IN,
/

,ya he os mencionado en ocasiones anteriores (expedientes ya

.referi os) que este tipo de normas no pueden subsanar el defecto

de epresentación ya desarrollado en los Considerandos

•prec dentes, pues según la Constitución y las leyes de nuestro

ordenamiento, la única persona que puede ejercer la defensa del

MINISTERIODEL INTERIORes su Procurador Público. Además,de

,acuerdo al articulo 6' del Decreto Supremo N' 004-2005-IN,vigente



.1 momento de los hechos, no era posible otorgar poder de

ropresentación procesal del MINISTERIO DEL INTERIOR a través
,

de una resolución ministerial; y, de otro lado, si bien el inciso h

dol articulo 60 de la misma norma establecia como parte de las

'\Iunciones de la Unidad de Asesoria Juridica del ministerio del,
~erior: "Otras qúe les sean encomendadas", éstas no podrian

roferirse a la defensa y representación del MINISTERIO DEL

INTERIOR,pues ello estaba reservado por ley a los procuradores
publicas correspondientes.

PECIMOSEXTO: Por lo expuesto precedentemente, y atendiendo a

que la representación legal del Estado es de orden publico, razón

por la cual la falta de personeria o representación no pueden ser

consentidos por la parte contraria, los actos de representación

.defectuosa acontecidos en el proceso arbitral del cual proviene el

laudo cuestionado, debieron ser observados por el Tribunal

Arbitral de oficio y en cualquier estado, y no haber incumplido su

obligación de observancia del debido proceso por un acto

dministrativo expedido por el MINISTERIO DEL INTERIOR en

contradicción a lo regulado por las leyes y reglamentos

portinentes; haciéndose de clara aplicación a los autos la causal

de anulación contenida en el artículo artículo 63°, inciso 1, literal
b,del Decreto Legislativo N° 1071.

:or cuyas razones:

CLARAMOS FUNDADO el recurso de anulación de laudo

rbitral, formuladopor el LA PROCURADURíADEL MINISTERIODEL

~TERIOR y, en consecuencia, NULO el laudo arbitral de derecho,

ciado en mayoria, el diez de setiembre de dos milocha, por los
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LER ROD IGUEZ
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Uros ALFREDO BULLARD GONZÁLES y EDUARDO IBERICO

LARiN, integrantes del Tribunal Arbitral conformado además por el

bilro SERGIO SALINAS RIVAS, en el proceso arbitral seguido entre

ONSORCIO AUTOMOTORES GILDEMEISTER PERÚ SA
\

UINARI NACIONAL SA PERÚ, por una parte, y el MINISTE 10

INTERIO ,por otra.
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Lima, veintiséis de mayo de dos mil dial'

- ,
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caS¡~ión obrante de fojas quinlontos sosonta y tres a quinientos setenta y
siete. interpuesto el treco do diclombro. do dos mil nueve, por,
AUT .MOTORES GILDEMEISTER PERÚ S.A., Y MAQUINARIA NACIONAL

\ .S.A., PE:RLJ.-- --................•....•.••.••...................__._ .._. .
SEGLJNDO.- Que, la Sala Suporior, por sontencia contenida en la Resolución

número siete, obrante de fojas qUinientostreinta y cinco a quinientos cuarenta

y nueve, su fecha diez de noviembro do dos mil nueve, declaró fundado el

recurso de anulación de laudo arbitral formulado por el Procurador Público a

cargo de los asuntos judiciales del Ministerio del Interior según escrito de

demanda corriente de fojas doscientos veintinueve a doscientos cincuenta y
nueve, adecuada por escrito do fecho catorce de mayo de dos mil nueve

obrante de fojas doscientos sesenta y seis a doscientos sesenta y siete,

consecuentemente,nulo el Laudo Arbitral emitido el veintitrés de enero de dos

mil nueve obrante en copia certificada de fojas veintiuno a doscientos uno,
corregido y aclarado por Resolución número treinta y ocho de cuatro de

marzo de dos mil nueve, obrante de fojas doscientos nueve a doscientos

trece; no resultando aplicabie a las recurrentes el requisito de admisibilidad

contempiado en el articulo 387 inciso 1) del Código Procesal Civil y el
requisito de procedencia previsto en ei articulo 388 inciso 1) de la norma

acotada, acorde a la modificación establecida por la Ley número 29364, toda

vez que el articulo 64, inciso 5) del Decreto Legislativo número 1071 que

norma el arbitraje, permite la procedencia del recurso de casación contra lo

, resuelto por la Corte Superior sólo cuando el laudo arbitral hubiera sido
cW anulado total o parcialmente -.-•......... -----..- -
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TERCERO.- Que, de otra parte, respecto a los requisitos de admisibilidad

nrevlstos en el articulo 387 incisos 2), 3) Y 4) del Código Procesal Civil, debe

se~Jiarse que el recurso se ha interpuesto: 1) ante la Sala Superior que
,,

omi\ió la resollICión impugnada; 2) dentro del plazo previsto, contado desde

el dla siguiente de notificada ia resoiución que se impugna conforme es de
vers~ de ios cargos de notificación obrantes de fojas quinientos cincuenta y

1cincO.a quinientos cincuenta y seis; y 3) adjuntándose los aranceles judiciales

obrantes a fojas quinientos cincuenta y nueve a quinientos sesenta,

ascendentes a la cantidad de quinientos sesenta y ocho nuevos soles cada

CUARTO.- Que, es de verse que las empresas impugnantes solicitan se

declare fundado el recurso de casación y por ende que la Saia Suprema --

revoque integralmente la resolución número siete, de diez de noviembre de

dos mil nueve y deciare improcedente el recurso de anulación de laudo

arbitral, invocando la infracción normativa de los siguientes artículos:

1) Inaplicación del artículo 63, inciso 2° del Decreto Legislativo número 1071,

ei cual dispone que ía causal prevista en el literal b) del inciso 1° de dicho

articuio sóio será procedente si fue objeto en su momento, de reclamo
expreso por la parte afectada ante ei Tribunai Arbitral y que el mismo fuera

desestimado; alega que el citado inciso 2° no estabiece el momento de la

denuncia, no prohibiendo ni impidiendo, por tanto. que se formuie luego de

emitido el laudo, pues lo que exige ia iey es que antes de acudir a la vía

judicial se haga valer el derecho supuestamente afectado ante el Tribunal
Arbitral respectivo, consiguientemente, si el Ministerio del Interior consideró

\ que se estaban vulnerado sus derechos debió denunciar esa circunstancia

li) Ante ei propio Tribunal Arbitral, no habiéndolo hecho así; agrega que en la
/ I tmntencia de anulación se silencia y se omite por completo toda con'sideración
I y razonamiento respecto al ineludible e imprescindible cumplimiento del

fOQuisitode procedencia que taxativamente señala el artículo 63 inciso 20 de
In Ley Arbitral, pese a que dicha circunstancia fue esgrimida en el escrito de

2
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'.
conte&tacióndel recurso de anulación; 11) Inaplicación de los artículos 212 y

2\8 de la Ley número 27444, Ley del ProcedimientoAdministrativo General,

as! como ~I artículo 139, inciso 2° de la ConstrtuciónPolítica del Estado; aieg~
que en la sentencia recurrida se consigna que la Resolución Ministerial

nJmero 0618-2007-IN no podía subsanar el defecto de representación
I

prpcesal a cargo del Ministeriodel Interior, pues dicha entidad debió actuar en

el, arbitraje únicamente a través de la Procuraduría Pública; arguye que la
I

precita Resolución Ministerial constituye un acto administrativo válido y

plenamente eficaz, jamás cuestionado y debidamente ejecutado por el

Ministerio del Interior durante el desarrollo del arbitraje; refiere que la misma

nunca fue impugnada por instancia alguna del Ministerio del Interior -

incluyendo la Procuraduría Pública, ni por tercero alguno en sede
administrativa ni en el ámbito judicial mediante la acción contencioso
administrativa, siendo, por el contrario debidamente observado y acatada en

forma permanente por el precitado Ministerio, consecuentemente, la antes

mencionada resolución adquirió la condición de cosa decidida, la cual no

puede ser afectada ni alterada en este proceso conforme a lo dispuesto por

los artículos 212 y 218, inciso 2° de la Ley número 27444, Ley del

Procedimiento Administrativo General, que regulan los actos firmes y el

agotamiento de la vía administrativa, siendo que la cosa decidida también es

reconocida por el artículo 139, inciso 2° de la Constitución Política; y,

111) Interpretación errónea del artículo 63, inciso 1°, literal b) del Decreto

Legislativo 1071; sostiene que dicha causal prospera cuando el que solicita la
\ anulación no ha podido hacer valer sus derechos, sin embargo, en el caso de

~

' autos, de ias diversas actuaciones ejercidas por el Ministerio del Interior

durante los varios meses que duró el arbitraje, se desprende que participó en

), el proceso arbitral acorde a la Resoiución Ministerial número 0618-2007-IN,

que estableció que los derechos procesales de la referida entidad fueran

defendidos por alguien distinto a la Procuraduría Pública de ese sector, por

/
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tanto, quien ha causado o propiciado el vicio no puede alegarlo en su
\provj'cho.-------------------------------------------------------------------------------------------

UI TO.' Que, examinados los argumentos expuestos en el considerando

pre edente, es del caso señalar que del análisis de los mismos se aprecia

qu las impugnantes no satisfacen el requisito de procedencia contemplado

en,el inciso 3' del artículo 3BB del Código ProcesalCivil, modificado por la Ley

nú'mero 29364, pues no demuestran ia incidencia directa de las alegadas

infracciones sobre la decisión impugnada, pues para que se entienda

cometida dicha infracción, la misma debe repercutiren ia parte dispositiva de

la sentencia, trascendiendo el failo, observándose,en cuanto a los agravios
descritos en los puntos 1)y 111)que la Sala Superiorse ha pronunciado en el

considerando décimo cuarto de la resolución impugnada respecto al no "

reclamo oportuno de la supuesta indefensión del Ministerio del Interior;

señalando que mal puede reprocharse a la demandanteno haber efectuado la

denuncia de esta circunstancia ante el Tribunal Arbilral, evidenciándose, por

tanto, que lo que en realidad pretenden las impugnantes es cuestionar la

valoración probatoria efectuada por la instancia de mérito respecto al

cuestionamiento antes mencionado; asimismo, en cuanto a las alegaciones
expuestas en el punto 11),es del caso señalar que las mismas no guardan

relación de causalidad con la controversia suscitada,toda vez que el presente
proceso versa sobre la anulación del laudo arbitral de fecha veintitrés de
enero de dos mil nueve, mientras los artículos que citan regulan los actos

administrativos firmes o que agotan la vía administrativa, por lo que no

resultan atendibles las denuncias propuestas;siendoeSloasí, con la facultad

conferida por el articulo 392 del acotado Código;••-.-.----.---.--------------•••••-----

Declararon IMPROCEDENTE el recurso de casaciónobrantea fojas de fojas

quinientos sesenta y tres e qulnlonlos sotonla y siele, Interpuesto por
AUTOMOTORES GILDEMEISTER PERU S,A., y MAQUINARIA NACIONAL

S.A., PERÚ; DISPUSIERON lo pubilcnclóndo In p'osonto rosolución en 01
Diario Oficial El Peruano; bajo rosponllAhllidftd,on los soguidos por 01

)
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA
SALA CIVIL PERMANENTE

urador Público a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio del Interior,

Automotores Gildemeister Perú S.A., y Maquinarias Nacional SA, Perú,

interviniendo comoo anulación de ,.Jaudo arbitral; y los devolvieron;
\

nte la Señora,Juez. Supremo Valcárcel Saldaña.

1\
RA BRYSON,I:, '

MIREZ
MEDINA

LOPEZ

CELSALDAÑA
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA
"RIMERA SALA CIVIL SUPERIOR SUBESPECIALIZADA

EN MATERIA COMERCIAL
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55. 50LLER RODRIGUEZ
NIÑO NEIRA RAM05
GALLARDO NEYRA

EXPWlrNlI' NlIMERO: 409.2009

DADO CUENTA: Con la Resolución 5uprema de

fecha veintiséis de mayo de dos mil diez; y en aplicación supletoria de lo

establecido por el inciso 2) del artículo 1230 del Código Procesal Civil,

DECLARARON, CONSENTIDA la Resolución siete de fecha diez de noviembre de

dos mil nueve (fojas 535); en consecuencia, MANDARON: que por intermedio del ,

Área de Secretaría se proceda oficiar al Tribunal Arbitral respectivo con copia!
I

debidamente certificada de la Resolución siete, así como de la presente resolución y

de la Resolución de la Corte Suprema de fecha veintiséis de mayo del dos mil diez;

a mismo; ORDENARON se proceda al ARCHIVO DEFINITIVO dO'este expediente

ju .cia! SOb~ anulación de laudo arbr:. Prescindiéndosede la notificación a las

pa es con1est ecreto en aplicaci n de los principios de economia y celeridad

pro I al co emplael artículoV el título Preliminardel Código Pro

) )

RESOLUCI6N NÚMERO: DIEZ
Lima, diecinueve de octubre
del año dos mil diez,-

\
i
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